
 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

  
Proceso No:   11001-33-35-028-2015-00825-00 
Demandante: Nelson Enrique García Córdoba1   
Demandado: Fiscalía General de la Nación - FGN2 
Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
 

  
OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca - Sección Segunda – Subsección “C”, que en providencia del cinco 
(5) de octubre de dos mil veintidós (2022)3, confirmó  el auto del 17 de septiembre de 

2021, que declaró terminado el proceso por pago total de la obligación 
 

En consecuencia, ejecutoriada esta providencia, por Secretaría liquídense los gastos 

procesales, devuélvase a la parte actora el remanente de los gastos del proceso si 

los hubiere y procédase al ARCHIVO del expediente, dejando las anotaciones 

respectivas. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

Juez 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO  
SECRETARIA 

 

                                            
1 oficinadrepifanio@hotmail.com    
2 notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co , defensajudicial@ugpp.gov.co      
3 Documento 12 Actuaciones Tac 3 

mailto:oficinadrepifanio@hotmail.com
mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:defensajudicial@ugpp.gov.co
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

1 
 

Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
  
Proceso No:             11001-33-35-028-2018-00608-00 
Demandante: Luz Marina Hernández Moreno1 
Demandado: Unidad Administradora Especial Cuerpo Oficial de 

Bomberos de Bogotá D.C2 
Medio de Control:             Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
 

Por agotar los presupuestos de procedencia y oportunidad en el efecto suspensivo 

ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se concede el RECURSO DE 
APELACIÓN, que fue instaurado dentro del término legal y por encontrarse 

debidamente sustentado, cuyo contenido se encuentra visible en el plenario3, por el 

cual el demandante se opone a la sentencia del 21 de octubre de 2022, que accedió 

parcialmente a las pretensiones de la demanda. Ante la usencia de manifestación 

de ánimo conciliatorio de las partes, no se citará a la audiencia contemplada en el 

numeral 2° del artículo 247 del CPACA modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 

2021. 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 243 y 244 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo previas las 

anotaciones a que haya lugar, envíese el expediente al superior. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

 

  

                                                
1  abogadosestatalessas@gmail.com , alessandrosaavedra30@gmail.com , jotapolancoalberto@gmail.com   
2 ricardoescuderot@hotmail.com , notificacionesjudiciales@bomberosbogota.gov.co   
3 Documento 20 del expediente digital. 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy  18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 
 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

mailto:abogadosestatalessas@gmail.com
mailto:alessandrosaavedra30@gmail.com
mailto:jotapolancoalberto@gmail.com
mailto:ricardoescuderot@hotmail.com
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

  
Proceso No:   11001-33-35-028-2020-00228-00 
Demandante: Oscar Mauricio López Merchán1   
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio2 
Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
 

  
OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca - Sección Segunda – Subsección “F”, que en providencia del primero 
(01) de noviembre de dos mil veintidós (2022)3, confirmó  la sentencia del 13 de 

diciembre de 2021 proferida por este Despacho, que negó las pretensiones de la 

demanda. 
 

En consecuencia, ejecutoriada esta providencia, por Secretaría liquídense los gastos 

procesales, devuélvase a la parte actora el remanente de los gastos del proceso si 

los hubiere y procédase al ARCHIVO del expediente, dejando las anotaciones 

respectivas. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

Juez 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIO 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIO 

 

                                            
1 notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co     
2 notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co , t_molina@fiduprevisora.com.co      
3 Documento 19 TAC confirma 

mailto:notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
mailto:t_molina@fiduprevisora.com.co
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 
 

  Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00258-00 
Demandante: Ana Mercedes Garzón Laverde1   

 Demandado: Servicio Nacional de Aprendizaje 2  
 Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
 
 

Teniendo en cuenta que mediante auto del 10 de noviembre de 2022, se fijó como 

fecha y hora para la realización de la audiencia pruebas de que trata el artículo 181 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el 24 

de noviembre de 2022 a las 10:00 am, y que posteriormente, el apoderado de la 

entidad demandada allegó memorial solicitando su aplazamiento por cuanto ese 

mismo día y a la misma hora debe atender una audiencia pruebas de manera 

presencial la cual había sido programada  con antelación por parte del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca – Subsección “A”, este Despacho accederá a 

dicho aplazamiento, fijando como nueva fecha y hora para la celebración de la 

diligencia el 19 de enero de 2023, a las 2:30 p.m. Para lo cual en el día y hora señalada 

las partes e intervinientes deberán ingresar haciendo uso del siguiente  Link:   

https://call.lifesizecloud.com/16328701  
 

Por lo tanto, el apoderado de la demandante deberá compartir el link a los testigos y 

a su representada para que puedan conectarse a la audiencia de pruebas. Y así 

mismo, deberá informarles del protocolo para la realización de la audiencia, el cual 

es el siguiente:  
 

i) Verificar que la conexión de su computador a internet sea a través de cable de red 

o en su defecto, asegurarse que el dispositivo de la red Wifi esté lo más cerca posible 

al equipo de cómputo, ii) Disponer de un sitio privado para la respectiva transmisión 

el cual garantice la recepción de la declaración en condiciones adecuadas de 
silencio y visibilidad, iii) Estar atento para que pueda participar oportunamente en los 

momentos  que  le  corresponda, iv)  Mantener  el  micrófono  del  computador  la  

mayor parte  del  tiempo  silenciado,  debiendo  habilitarlo  solo  en  el  momento  en  

el  que  se  le conceda  el  uso  de la  palabra y  v) Para  llevar  a  cabo  la  práctica  

de  interrogatorio de parte y testimonios, se les advierte a los apoderados que 

deberán acceder al aplicativo antes referido, haciendo uso de un ordenador 

independiente para cada uno de ellos, sin que  tampoco  se  pueda  compartir  el  

mismo  recinto  desde  el  cual  participan  en  la audiencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

                                            
1 notificaciones@misderechos.com.co   
2 somejia@sena.edu.co , servicioalciudadano@sena.edu.co , smejiad.28@hotmail.com   

https://call.lifesizecloud.com/16328701
mailto:notificaciones@misderechos.com.co
mailto:somejia@sena.edu.co
mailto:servicioalciudadano@sena.edu.co
mailto:smejiad.28@hotmail.com


Nulidad y restablecimiento del derecho 

No. 11001-33-35-028-2020-00258-00 

Demandante: Ana Mercedes Garzón Laverde  

Demandado: SENA  

 

 

    
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE  DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

 
   

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIO 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE  DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
  

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIO 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

1 
 

Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

  
Proceso No:             11001-33-35-028-2020-00322-00 
Demandante: Adriana Gutiérrez Seferino1 
Demandado: Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente 

E.S.E2 
Medio de Control:             Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 

Por agotar los presupuestos de procedencia y oportunidad en el efecto suspensivo 

ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se concede el RECURSO DE 
APELACIÓN, que fue instaurado dentro del término legal y por encontrarse 

debidamente sustentado, cuyo contenido se encuentra v isible en el plenario3, por el 

cual el demandado se oponen a la sentencia del 26 de octubre de 2022, que 

accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. Ante la usencia de 

manifestación de ánimo conciliatorio de las partes, no se citará a la audiencia 

contemplada en el numeral 2° del artículo 247 del CPACA modificado por el artículo 

67 de la Ley 2080 de 2021. 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 243 y 244 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prev ias las 

anotaciones a que haya lugar, envíese el expediente al superior. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

  

                                                 
1  notificaciones@misderechos.com.co  
2 Apoyoprofesionaljuridico5@subredcentrooriente.gov.co ,   
3 Documento 20 del expediente digital. 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la prov idencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy  18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se env ió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 
 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

mailto:notificaciones@misderechos.com.co
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 11001-33-35-028-2021-00025-00 
Demandante: María Patricia Herrera Pinzón1    
Demandada: Servicio Nacional de Aprendizaje2    
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 
 Encontrándose el expediente para fijar fecha para audiencia de pruebas, atendiendo 

a que, en la audiencia inicial, se indicó que su realización tendría lugar una vez se 

allegaran las pruebas documentales decretadas, el Despacho observa que, mediante 

el auto proferido el 20 de octubre de 2022, se requirió a la entidad para que aportara, 

entre otros, los contratos de prestación de servicios suscritos con la demandante entre 

los años 1996 y 2002. 

 

En razón de lo anterior, se observa que, mediante repuesta del Centro de Manufactura 

Textil, se señala que la demandante en el periodo anteriormente indicado suscribió 

contratos con el Despacho Regional Distrito Capital de la entidad, y, en consecuencia, 

se abstuvo de dar respuesta al requerimiento.  

 

Así las cosas, se requerirá, al despacho Regional Distrito Capital del Servicio Nacional de 

Aprendizaje para que aporte en el término de 10 días, copia de los contratos de 

prestación de servicios suscritos por la demandante María Patricia Herrera Pinzón con la 

entidad entre los años 1996 a 2002.  

 
Bajo las anteriores consideraciones, el Despacho,  

 
RESUELVE 

  
PRIMERO: Por Secretaría requiérase al Despacho Regional Distrito Capital del Servicio 

Nacional de Aprendizaje- SENA, para que en el término de diez (10) días contados a partir 

de la recepción del oficio respectivo, aporte con destino a este proceso copia de los 

contratos de prestación de servicios suscritos por la demandante María Patricia Herrera 

Pinzón con la entidad entre los años 1996 a 2002.  

 

Una vez aportadas las documentales y/o vencido el término concedido, por Secretaría 

ingrésese el proceso al Despacho para continuar con la actuación procesal pertinente.  

 

Cualquier memorial deberá  remitirse al buzón de correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando el Despacho para el que se 

                                                             

1 bernardopisco@gmail.com  
2 somejia@sena.edu.co  judicialdistrito@sena.edu.co   

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:bernardopisco@gmail.com
mailto:somejia@sena.edu.co
mailto:udicialdistrito@sena.edu.co


Exp. 11001333502820210002500 
Accionante: María Patricia Herrera Pinzón 

Accionado: SENA 

2 

 

dirige y el número único de radicación del expediente. So pena de no ser tenidos en 
cuenta3 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO  

JUEZ  
 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 de noviembre   de 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 18 de noviembre de 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

 

 

                                                             

3 De conformidad con el auto del 7 de febrero de 2022, proferido por el Consejo de Estado dentro del proceso No. 

11001031500020210406500 (5922), Consejero Ponente: William Hernández Gómez. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

1 
 

Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

  
Proceso No:             11001-33-35-028-2021-00265-00 
Demandante: Augusto Forero Ramírez1 
Demandado: Administradora colombiana de Pensiones2 
Medio de Control:             Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 

Por agotar los presupuestos de procedencia y oportunidad en el efecto suspensivo 

ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se conceden los RECURSOS DE 
APELACIÓN, que fueron instaurado dentro del término legal y por encontrarse 

debidamente sustentados, cuyo contenido se encuentra visible en el plenario3, por el 

cual el demandado y demandante se oponen a la sentencia del 21 de octubre de 

2022, que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. Ante la usencia 

de manifestación de ánimo conciliatorio de las partes, no se citará a la audiencia 

contemplada en el numeral 2° del artículo 247 del CPACA modificado por el artículo 

67 de la Ley 2080 de 2021. 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 243 y 244 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prev ias las 

anotaciones a que haya lugar, envíese el expediente al superior. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

 

  

                                                 
1 ans.sanchez@hotmail.com , augustoforero2020@gmail.com   
2 notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co , utabacopaniaguab4@gmail.com 
3 Documentos 27 y 28 del expediente digital. 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la prov idencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy  18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se env ió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 
 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

mailto:ans.sanchez@hotmail.com
mailto:augustoforero2020@gmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
mailto:utabacopaniaguab4@gmail.com
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Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

  
Proceso No:             11001-33-35-028-2021-00303-00 
Demandante: Sonia del Pilar Cordero Montaña1 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 
Secretaria Distrital de Bogota2 

Medio de Control:             Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 

Por agotar los presupuestos de procedencia y oportunidad en el efecto suspensivo 

ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se concede el RECURSO DE 
APELACIÓN, que fue instaurado dentro del término legal y por encontrarse 

debidamente sustentado, cuyo contenido se encuentra visible en el plenario3, por el 

cual el demandante se oponen a la sentencia del 21 de octubre de 2022, que negó 

las pretensiones de la demanda.  

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 243 y 244 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo previas las 

anotaciones a que haya lugar, envíese el expediente al superior. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

 

  

                                                
1  proteccionjuridicadecolombia@gmail.com   
2 notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co , notjudicial@fiduprevisora.com.co , 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co  
3 Documentos 20 y 21 del expediente digital. 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy  18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 
 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

mailto:proteccionjuridicadecolombia@gmail.com
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Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

  
Proceso No:             11001-33-35-028-2021-00344-00 
Demandante: Elvira Aurora Rozo Gutiérrez1 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 
Secretaria Distrital de Bogota2 

Medio de Control:             Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
 

Por agotar los presupuestos de procedencia y oportunidad en el efecto suspensivo 

ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se concede el RECURSO DE 
APELACIÓN, que fue instaurado dentro del término legal y por encontrarse 

debidamente sustentado, cuyo contenido se encuentra visible en el plenario3, por el 

cual el demandado se oponen a la sentencia del 21 de octubre de 2022, que 

accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. Ante la usencia de 

manifestación de ánimo conciliatorio de las partes, no se citará a la audiencia 

contemplada en el numeral 2° del artículo 247 del CPACA modificado por el artículo 

67 de la Ley 2080 de 2021. 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 243 y 244 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo previas las 

anotaciones a que haya lugar, envíese el expediente al superior. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

 

 

                                                
1  notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co  
2 notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co , notjudicial@fiduprevisora.com.co , 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co , t_amolina@fiduprevi-sora.com.co  
3 Documento 20 del expediente digital. 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy  18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 
 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO 

mailto:notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
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Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00114-00 
Accionante: Juan de Jesús Velasco Pérez1  

Accionada: 
Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército 
Nacional2 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
 

 

Pro secretaría remítase nuevamente oficio dirigido a la entidad demandada, para 

que envié el expediente administrativo del demandante, tal y como lo anunció en 

la comunicación precedente. 

 

El apoderado de la parte demandada deberá colaborar en el trámite de dicha 

comunicación. 

 

CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 
 

                                                                 
1 Apoderado de la parte demandante Dr. José del Carmen Ramos Castro, correo electrónico 
jramosabogados51@gmail.com   
2 Apoderado de la parte demandada, Dr. Manuel Yesid Cárdenas Lebrato, correo electrónico 

manuel.cardenas@mindefensa.gov.co manucarlyele@gmail.com,  y 

notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co  

mailto:jramosabogados51@gmail.com
mailto:manuel.cardenas@mindefensa.gov.co
mailto:manucarlyele@gmail.com
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Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00137-00 
Accionante: Nubia Patricia Rojas Sánchez 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Bogotá 
D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
 

 
Teniendo en cuenta que con la entrada en vigencia de la Ley 2080 de 2021, fueron 

reformados los artículos 175, 180, 182 y 182ª de la Ley 1437 de 2011, se procede a 

efectuar pronunciamiento de las excepciones previas propuestas, como requisito 

previo para determinar el trámite a impartir en el asunto de la referencia.  
 

Corolario de lo anterior, el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 38 de la 

Ley 2080 de 2021, señala que las excepciones previas se formularán y decidirán según 

lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

La norma en cita, dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 

extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 

previstos en el numeral 3º del artículo 182A. 

1. SOBRE LAS EXCEPCIONES PROPUESTAS  
 
1.1. Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y la Fiduprevisora S.A. 
 

Integrada en debida forma la litis, se tiene que el Ministerio de Educación Nacional – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A., dieron 

contestación a la demanda como se colige del Archivo Digital No. 7, en el que 

formularon las siguientes excepciones: i) Falta de legitimación por pasiva de la 

Fiduprevisora S.A., ii) Inexistencia de la obligación por falta de fundamento jurídico en 

atención al régimen docente y cobro de lo no debido e iii) Indebida interpretación de 

la jurisprudencia relacionada con las cesantías del FOMAG. Así las cosas, se observa 

que la parte demandada formuló la excepción previa de falta de legitimación por 

pasiva de la Fiduprevisora S.A., la cual fundamentó en lo siguiente:   

 

Indicó que existe una separación patrimonial entre los fondos que una Fiduciaria recibe 

a través de los respectivos fideicomisos, con los activos propios de la entidad Fiduciaria, 

por lo que de ninguna manera una medida o eventual condena que afecte bienes 

que hacen parte de algún fideicomiso puede afectar recursos propios de aquella.  
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Para resolver se considera que el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, establece la falta de legitimación en la causa como 

una de las excepciones previas que puede proponer el demandado.  

 

Por su parte, el Consejo de Estado, ha definido la excepción de falta de legitimación 

en la causa por pasiva, así1: “(…) la legitimación en la causa por pasiva es entendida como la 
calidad que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda, por cuanto es 
sujeto de la relación jurídica sustancial, por lo que para poder predicar esta calidad es necesario probar 
la existencia de dicha relación. (…)”  
 

De conformidad con lo señalado anteriormente, y de acuerdo con los fundamentos de 

la excepción propuesta, se observa que la misma se refiere a la ausencia de relación 

jurídica sustancial entre las entidades demandadas y la parte demandante. 
 

Así pues, debe decirse, que la legitimación se estudia, en doble vía, una, procesal o de 

hecho y la otra, sustancial o material. Entendiendo por la primera, la posibilidad de 

convocar a determinada entidad y que ella concurra por intermedio de su 

representante legal y en segundo término, que esa entidad tenga o no la obligación 

de responder por la condena o por el derecho que se le reconozca a quien acude a 

esta jurisdicción. Al respecto el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 

 
“…En efecto, la legitimación se configura tanto por activa como por pasiva y se predica 
en dos modalidades, una de hecho y otra material, siendo la primera la que se estructura 
entre las partes con la notificación del auto admisorio de la demanda, esto es, con la 
debida integración del contradictorio; y la segunda, la que se edifica en la relación 
causal entre los hechos que soportan las pretensiones y las partes2. 
 
Así a la parte pasiva de la litis le asiste una legitimación en la causa de hecho, cuando se 
encuentra en una relación directa con las peticiones planteadas en la demanda, es decir, 
cuando en la formulación de las pretensiones por parte del demandante en el libelo 
introductor, refiera que su derecho subjetivo amparado en una norma jurídica está 
siendo lesionado por esa parte, y en consecuencia al admitir la demanda se le tiene como 
parte pasiva para integrar el contradictorio.  
 
De este modo, con la notificación del auto admisorio de la demanda, quien asume la 
calidad de demandado, le asiste la legitimación procesal para intervenir en el trámite 
judicial con el objetivo de ejercer sus derechos de contradicción y defensa, lo que hace 
parte de la denominada legitimación de hecho, ante la existencia de un vínculo o 
conexidad entre los sujetos que integran la relación objeto de litigio. 
Por otro lado, el análisis de la legitimación material es un asunto que deberá abordarse 
en la etapa final del proceso, es decir en el fallo, toda vez que allí luego de tenerse todos 
los presupuestos fácticos y jurídicos así como los elementos probatorios indispensables 
para adoptar una decisión de mérito, se determinará la procedencia de anular el acto 
administrativo atacado y se estudiará en cabeza de cual sujeto procesal se encuentra la 
obligación de asumir el eventual restablecimiento del derecho, así lo concluyó esta 
Sección al señalar: 
«[…] Así las cosas, resulta claro que cuando se hace necesario determinar si las 
personas vinculadas tienen la «obligación de anular una actuación administrativa y 
restablecer un derecho», la decisión encaminada a establecer la legitimación material o 
sustancial, debe producirse a través de sentencia y no en desarrollo del auto admisorio 
de la demanda o de la audiencia inicial puesto que aquella legitimación requiere 

                                                             

1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera; auto de 9 de agosto de 2012; C.P.: 

Alexander Guzman Carrillo; número único de radicación 73001-23-31-000-2010-00472-01 
2 Consejo de Estado, Sección Segunda - Subsección A. CP: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Auto de 14 de mayo 

de 2014 Radicación: 73001-23-33-000-2013-00410-01 (1075-2014). 
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sentencia de mérito3 mientras que tratándose de la legitimación de hecho o procesal4, 
esta debe resolverse en desarrollo de la audiencia inicial, en tanto obedece forzosamente 
a un presupuesto procesal que debe estudiarse y resolverse en el marco de la primera 
etapa del proceso, lo que precisamente configura la denominación doctrinal que se le ha 
dado de excepción “mixta”. […]»5”6 (Destacado fuera de texto)  

 

De esta manera, se destaca que el argumento que sustenta la excepción se encuadra 

en la denominada legitimación en causa material, como quiera que se basa en que la 

entidad no está llamada a responder por las pretensiones de la demanda, lo cual 

deberá ser analizado en la sentencia.  

 

1.2. Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital 
 

Así mismo, se tiene que la entidad territorial, dio contestación a la demanda como se 

colige del Archivo Digital No. 8, en la que únicamente formuló excepciones de mérito. 

 

Precisado lo anterior, el artículo 182A numeral 1º de la Ley 1437 de 2011 adicionado por 

la Ley 2080 de 2021, comporta la fijación el litigio, la determinación del objeto del 

proceso y la posibilidad de decreto de pruebas, cuando se reúnan los presupuestos 

para la sentencia anticipada.  

 
2. FIJACIÓN DEL LITIGIO   
  
Como quiera que ya fueron resueltas las excepciones previas, en aplicación del 

artículo 182A numeral 1º literales c) y d) de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 

2080 de 2021, en la parte resolutiva quedará consignada la fijación del litigio.  

 
3. DECRETO DE PRUEBAS  
 
3.1. Por la parte demandante  
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

demanda.  

 

Por Secretaría ofíciese a la Secretaría de Educación Distrital, para que remita dentro de 

los diez (10) días siguientes a la recepción de la solicitud, copia de los siguientes 

documentos: 

 

a. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de la 

demandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha.  

 

                                                             

3 En palabras de Francesco Carnelutti, esta modalidad obliga al juez a que efectué un “pronunciamiento con 
contenido positivo.  
4 Por su parte Francesco Carnelutti (1959), ha considerado que: “(El) requisito de legitimación para la demanda (…) 
consiste, sin embargo, en la pertenencia al actuante no ya de una relación jurídica diversa de aquella que con la 

demanda se desarrolla sino de una situación de hecho (afirmación de la pertenencia del derecho), a la que la relación 

jurídica puede corresponder o no corresponder, se trata no de legitimación de derecho sino de legitimación de hecho 

(p. 466). 
5 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, CP Sandra Lisset Ibarra Vélez, auto de 5 de julio de 2018. 
Radicación: 05001-23-33-000-2016-01082-01(0900-18). 
6 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección A, Auto del 24 de octubre de 2018, dentro del expediente  No. 

05001-23-33-000-2015-00725-01(1568-16).  
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b. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 

aparezca el nombre de la parte demandante, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto.  

 

c. Si la acción descrita en el anterior literal, obedece a que esta entidad, solo realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 
consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia del año 

2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o 

informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

 

d. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 

a la parte demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territorial y 

que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 

cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 

administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 

De otra parte, solicita de oficiar al Ministerio de Educación Nacional, para que se sirva 

certificar de la parte accionante que labora en Secretaria de Educación de Bogotá, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así 

como la siguiente información: i) copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que aparece 

como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. Ii) indicar 

la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías sobre el 

monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente solicitante, así 

como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías que fueron causadas 

y acumuladas hasta el año 2020. 

 

Frente a esta ultima solicitud probatoria, se negará su práctica de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso aplicable por remisión 

expresa de los artículos 211 y 306 del C.P.A.C.A, el cual consagra que“(…) El juez se 
abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo 
que deberá acreditarse sumariamente. (…)” 

 

3.2. Por la parte demandada 
 
a. Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y Fiduciaria la Previsora S.A. 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

Respecto a la prueba solicitada, que consiste en oficiar “a la Secretaría de Educación, a 
efectos que remita con destino a este expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente 

pagador para la expedición del acto administrativo.”, no se accederá a su práctica, por cuanto 
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no son precisos los términos en que fue deprecada, pues no se especifica a qué 

trámite interadministrativo, ni a qué acto administrativo se hace referencia. 
 

b. Bogotá D.C. - Secretaría de Educación Distrital 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

No solicitó la práctica de pruebas. 

 

4. Traslado para alegar 
 
Una vez se recauden las pruebas documentales decretadas, se correrá el traslado 

para alegar de conclusión y dictar sentencia anticipada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 
  

PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción denominada falta de legitimación por 

pasiva de la Fiduprevisora S.A., propuesta por la Nación - Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduciaria la 
Previsora S.A., conforme a lo señalado en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: FIJAR EL LITIGIO en los siguientes términos:  

De conformidad con lo que aparece demostrado en este proceso, el objeto del mismo 

consiste en determinar si es procedente declarar la nulidad de los actos administrativos 

acusados, y en consecuencia, si la parte demandante tiene derecho al 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, de 

que trata la Ley 50 de 1990. 

   

TERCERO: Por Secretaría ofíciese a la Secretaría de Educación Distrital, para que remita 

dentro de los diez (10) días siguientes a la recepción de la solicitud, copia de los 

siguientes documentos: 

 

a. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de la 

demandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha.  

 

b. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 

aparezca el nombre de la parte demandante, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto.  

 

c. Si la acción descrita en el anterior literal, obedece a que esta entidad, solo realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 
consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia del año 
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2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o 

informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

 

d. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 

a la parte demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territorial y 

que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 

cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 

administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 

CUARTO: NEGAR la práctica de las pruebas solicitadas por la parte demandante, 

consistentes en oficiar al Ministerio de Educación Nacional, para que se sirva certificar 

de de la parte accionante que labora en Secretaria de Educación de Bogotá, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así 

como la siguiente información: i) copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que 

aparece como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

Ii) indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías 

sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente 

solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías que 

fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020, de conformidad con lo  expuesto 

en la parte motiva de esta providencia. 

QUINTO: NEGAR la práctica de la prueba solicitada por la Nación - Ministerio de 
Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 
Fiduciaria la Previsora S.A., consistente en oficiar “a la Secretaría de Educación, a efectos que 
remita con destino a este expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente pagador para 

la expedición del acto administrativo.”, de conformidad con lo  expuesto en la parte motiva 

de esta providencia. 

 
SEXTO: Se reconoce personería adjetiva a la Dra. Ángela Viviana Molina Murillo, 

identificada con la cédula de ciudadanía 1.019.103.946 y portadora de la T.P. 295.622 

del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos 

en el poder aportado, en calidad de apoderada de la Nación - Ministerio de 

Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Se 

destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura7, se trata 

de una profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias vigentes8. 

 

SÉPTIMO: Se reconoce personería adjetiva al Dr. Carlos José Herrera Castañeda, 

identificado con la cédula de ciudadanía 79.954.623 y portador de la T.P. 141.955 del 

Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos en el 

poder aportado, en calidad de apoderado de Bogotá D.C. – Secretaría de Educación 

Distrital. Se destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura, 

                                                             

7 Consejo Superior de la Judicatura Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019.  
8 Certificado No. 1829731 del 16 de noviembre de 2022. 



Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00137-00 
Accionante: Nubia Patricia Rojas Sánchez 

Accionada: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 

 

7 

 

se trata de un profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias 

vigentes9. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 2022, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.).  

 
 

 

 

LISETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 2022, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 
electrónica.  

  

 
LISETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 

 

                                                             

9 Certificado No. 1829753 del 16 de noviembre de 2022.  

Correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co, t_amolina@fiduprevi-sora.com.co chepelin@hotmail.fr  y 

notificacionescundinamarcalqab@gmail.com   

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_amolina@fiduprevi-sora.com.co
mailto:chepelin@hotmail.fr
mailto:notificacionescundinamarcalqab@gmail.com


Firmado Por:

Monica Lorena Sanchez Romero

Juez

Juzgado Administrativo
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Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 32ef79d5e4be2dd147b549ca714a35ffd60af6c1f7c1958591c783250808e116
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00146-00 
Accionante: Ana Mercedes Rojas Barrera 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Bogotá 
D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
 

 
Teniendo en cuenta que con la entrada en vigencia de la Ley 2080 de 2021, fueron 

reformados los artículos 175, 180, 182 y 182ª de la Ley 1437 de 2011, se procede a 

efectuar pronunciamiento de las excepciones previas propuestas, como requisito 

previo para determinar el trámite a impartir en el asunto de la referencia.  
 

Corolario de lo anterior, el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 38 de la 

Ley 2080 de 2021, señala que las excepciones previas se formularán y decidirán según 

lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

La norma en cita, dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 

extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 

previstos en el numeral 3º del artículo 182A. 

1. SOBRE LAS EXCEPCIONES PROPUESTAS  
 
1.1. Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y la Fiduprevisora S.A. 
 

Integrada en debida forma la litis, se tiene que el Ministerio de Educación Nacional – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A., dieron 

contestación a la demanda como se colige del Archivo Digital No. 6, en el que 

formularon las siguientes excepciones: i) Falta de legitimación por pasiva de la 

Fiduprevisora S.A., ii) Inexistencia de la obligación por falta de fundamento jurídico en 

atención al régimen docente y cobro de lo no debido e iii) Indebida interpretación de 

la jurisprudencia relacionada con las cesantías del FOMAG. Así las cosas, se observa 

que la parte demandada formuló la excepción previa de falta de legitimación por 

pasiva de la Fiduprevisora S.A., la cual fundamentó en lo siguiente:   

 

Indicó que existe una separación patrimonial entre los fondos que una Fiduciaria recibe 

a través de los respectivos fideicomisos, con los activos propios de la entidad Fiduciaria, 

por lo que de ninguna manera una medida o eventual condena que afecte bienes 

que hacen parte de algún fideicomiso puede afectar recursos propios de aquella.  
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Para resolver se considera que el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, establece la falta de legitimación en la causa como 

una de las excepciones previas que puede proponer el demandado.  

 

Por su parte, el Consejo de Estado, ha definido la excepción de falta de legitimación 

en la causa por pasiva, así1: “(…) la legitimación en la causa por pasiva es entendida como la 
calidad que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda, por cuanto es 
sujeto de la relación jurídica sustancial, por lo que para poder predicar esta calidad es necesario probar 
la existencia de dicha relación. (…)”  
 

De conformidad con lo señalado anteriormente, y de acuerdo con los fundamentos de 

la excepción propuesta, se observa que la misma se refiere a la ausencia de relación 

jurídica sustancial entre las entidades demandadas y la parte demandante. 
 

Así pues, debe decirse, que la legitimación se estudia, en doble vía, una, procesal o de 

hecho y la otra, sustancial o material. Entendiendo por la primera, la posibilidad de 

convocar a determinada entidad y que ella concurra por intermedio de su 

representante legal y en segundo término, que esa entidad tenga o no la obligación 

de responder por la condena o por el derecho que se le reconozca a quien acude a 

esta jurisdicción. Al respecto el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 

 
“…En efecto, la legitimación se configura tanto por activa como por pasiva y se predica 
en dos modalidades, una de hecho y otra material, siendo la primera la que se estructura 
entre las partes con la notificación del auto admisorio de la demanda, esto es, con la 
debida integración del contradictorio; y la segunda, la que se edifica en la relación 
causal entre los hechos que soportan las pretensiones y las partes2. 
 
Así a la parte pasiva de la litis le asiste una legitimación en la causa de hecho, cuando se 
encuentra en una relación directa con las peticiones planteadas en la demanda, es decir, 
cuando en la formulación de las pretensiones por parte del demandante en el libelo 
introductor, refiera que su derecho subjetivo amparado en una norma jurídica está 
siendo lesionado por esa parte, y en consecuencia al admitir la demanda se le tiene como 
parte pasiva para integrar el contradictorio.  
 
De este modo, con la notificación del auto admisorio de la demanda, quien asume la 
calidad de demandado, le asiste la legitimación procesal para intervenir en el trámite 
judicial con el objetivo de ejercer sus derechos de contradicción y defensa, lo que hace 
parte de la denominada legitimación de hecho, ante la existencia de un vínculo o 
conexidad entre los sujetos que integran la relación objeto de litigio. 
Por otro lado, el análisis de la legitimación material es un asunto que deberá abordarse 
en la etapa final del proceso, es decir en el fallo, toda vez que allí luego de tenerse todos 
los presupuestos fácticos y jurídicos así como los elementos probatorios indispensables 
para adoptar una decisión de mérito, se determinará la procedencia de anular el acto 
administrativo atacado y se estudiará en cabeza de cual sujeto procesal se encuentra la 
obligación de asumir el eventual restablecimiento del derecho, así lo concluyó esta 
Sección al señalar: 
«[…] Así las cosas, resulta claro que cuando se hace necesario determinar si las 
personas vinculadas tienen la «obligación de anular una actuación administrativa y 
restablecer un derecho», la decisión encaminada a establecer la legitimación material o 
sustancial, debe producirse a través de sentencia y no en desarrollo del auto admisorio 
de la demanda o de la audiencia inicial puesto que aquella legitimación requiere 

                                                             

1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera; auto de 9 de agosto de 2012; C.P.: 

Alexander Guzman Carrillo; número único de radicación 73001-23-31-000-2010-00472-01 
2 Consejo de Estado, Sección Segunda - Subsección A. CP: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Auto de 14 de mayo 

de 2014 Radicación: 73001-23-33-000-2013-00410-01 (1075-2014). 
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sentencia de mérito3 mientras que tratándose de la legitimación de hecho o procesal4, 
esta debe resolverse en desarrollo de la audiencia inicial, en tanto obedece forzosamente 
a un presupuesto procesal que debe estudiarse y resolverse en el marco de la primera 
etapa del proceso, lo que precisamente configura la denominación doctrinal que se le ha 
dado de excepción “mixta”. […]»5”6 (Destacado fuera de texto)  

 

De esta manera, se destaca que el argumento que sustenta la excepción se encuadra 

en la denominada legitimación en causa material, como quiera que se basa en que la 

entidad no está llamada a responder por las pretensiones de la demanda, lo cual 

deberá ser analizado en la sentencia.  

 

1.2. Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital 
 

Así mismo, se tiene que la entidad territorial, dio contestación a la demanda como se 

colige del Archivo Digital No. 7, en la que únicamente formuló excepciones de mérito. 

 

Precisado lo anterior, el artículo 182A numeral 1º de la Ley 1437 de 2011 adicionado por 

la Ley 2080 de 2021, comporta la fijación el litigio, la determinación del objeto del 

proceso y la posibilidad de decreto de pruebas, cuando se reúnan los presupuestos 

para la sentencia anticipada.  

 
2. FIJACIÓN DEL LITIGIO   
  
Como quiera que ya fueron resueltas las excepciones previas, en aplicación del 

artículo 182A numeral 1º literales c) y d) de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 

2080 de 2021, en la parte resolutiva quedará consignada la fijación del litigio.  

 
3. DECRETO DE PRUEBAS  
 
3.1. Por la parte demandante  
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

demanda.  

 

Por Secretaría ofíciese a la Secretaría de Educación Distrital, para que remita dentro de 

los diez (10) días siguientes a la recepción de la solicitud, copia de los siguientes 

documentos: 

 

a. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de la 

demandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha.  

 

                                                             

3 En palabras de Francesco Carnelutti, esta modalidad obliga al juez a que efectué un “pronunciamiento con 
contenido positivo.  
4 Por su parte Francesco Carnelutti (1959), ha considerado que: “(El) requisito de legitimación para la demanda (…) 
consiste, sin embargo, en la pertenencia al actuante no ya de una relación jurídica diversa de aquella que con la 

demanda se desarrolla sino de una situación de hecho (afirmación de la pertenencia del derecho), a la que la relación 

jurídica puede corresponder o no corresponder, se trata no de legitimación de derecho sino de legitimación de hecho 

(p. 466). 
5 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, CP Sandra Lisset Ibarra Vélez, auto de 5 de julio de 2018. 
Radicación: 05001-23-33-000-2016-01082-01(0900-18). 
6 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección A, Auto del 24 de octubre de 2018, dentro del expediente  No. 

05001-23-33-000-2015-00725-01(1568-16).  
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b. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 

aparezca el nombre de la parte demandante, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto.  

 

c. Si la acción descrita en el anterior literal, obedece a que esta entidad, solo realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 
consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia del año 

2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o 

informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

 

d. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 

a la parte demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territorial y 

que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 

cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 

administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 

De otra parte, solicita de oficiar al Ministerio de Educación Nacional, para que se sirva 

certificar de la parte accionante que labora en Secretaria de Educación de Bogotá, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así 

como la siguiente información: i) copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que aparece 

como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. Ii) indicar 

la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías sobre el 

monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente solicitante, así 

como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías que fueron causadas 

y acumuladas hasta el año 2020. 

 

Frente a esta ultima solicitud probatoria, se negará su práctica de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso aplicable por remisión 

expresa de los artículos 211 y 306 del C.P.A.C.A, el cual consagra que“(…) El juez se 
abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo 
que deberá acreditarse sumariamente. (…)” 

 

3.2. Por la parte demandada 
 
a. Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y Fiduciaria la Previsora S.A. 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

Respecto a la prueba solicitada, que consiste en oficiar “a la Secretaría de Educación, a 
efectos que remita con destino a este expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente 

pagador para la expedición del acto administrativo.”, no se accederá a su práctica, por cuanto 
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no son precisos los términos en que fue deprecada, pues no se especifica a qué 

trámite interadministrativo, ni a qué acto administrativo se hace referencia. 
 

b. Bogotá D.C. - Secretaría de Educación Distrital 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

No solicitó la práctica de pruebas. 

 

4. Traslado para alegar 
 
Una vez se recauden las pruebas documentales decretadas, se correrá el traslado 

para alegar de conclusión y dictar sentencia anticipada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 
  

PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción denominada falta de legitimación por 

pasiva de la Fiduprevisora S.A., propuesta por la Nación - Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduciaria la 
Previsora S.A., conforme a lo señalado en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: FIJAR EL LITIGIO en los siguientes términos:  

De conformidad con lo que aparece demostrado en este proceso, el objeto del mismo 

consiste en determinar si es procedente declarar la nulidad de los actos administrativos 

acusados, y en consecuencia, si la parte demandante tiene derecho al 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, de 

que trata la Ley 50 de 1990. 

   

TERCERO: Por Secretaría ofíciese a la Secretaría de Educación Distrital, para que remita 

dentro de los diez (10) días siguientes a la recepción de la solicitud, copia de los 

siguientes documentos: 

 

a. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de la 

demandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha.  

 

b. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 

aparezca el nombre de la parte demandante, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto.  

 

c. Si la acción descrita en el anterior literal, obedece a que esta entidad, solo realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 
consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la vigencia del año 
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2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o 

informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

 

d. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 

a la parte demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territorial y 

que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 

cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 

administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 

CUARTO: NEGAR la práctica de las pruebas solicitadas por la parte demandante, 

consistentes en oficiar al Ministerio de Educación Nacional, para que se sirva certificar 

de de la parte accionante que labora en Secretaria de Educación de Bogotá, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así 

como la siguiente información: i) copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera individual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la vigencia laborada 2020, a favor del docente que 

aparece como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. 

Ii) indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías 

sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente 

solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías que 

fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020, de conformidad con lo  expuesto 

en la parte motiva de esta providencia. 

QUINTO: NEGAR la práctica de la prueba solicitada por la Nación - Ministerio de 
Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 
Fiduciaria la Previsora S.A., consistente en oficiar “a la Secretaría de Educación, a efectos que 
remita con destino a este expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente pagador para 

la expedición del acto administrativo.”, de conformidad con lo  expuesto en la parte motiva 

de esta providencia. 

 
SEXTO: Se reconoce personería adjetiva a la Dra. Ángela Viviana Molina Murillo, 

identificada con la cédula de ciudadanía 1.019.103.946 y portadora de la T.P. 295.622 

del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos 

en el poder aportado, en calidad de apoderada de la Nación - Ministerio de 

Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Se 

destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura7, se trata 

de una profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias vigentes8. 

 

SÉPTIMO: Se reconoce personería adjetiva al Dr. Carlos José Herrera Castañeda, 

identificado con la cédula de ciudadanía 79.954.623 y portador de la T.P. 141.955 del 

Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos en el 

poder aportado, en calidad de apoderado de Bogotá D.C. – Secretaría de Educación 

Distrital. Se destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura, 

                                                             

7 Consejo Superior de la Judicatura Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019.  
8 Certificado No. 1829731 del 16 de noviembre de 2022. 



Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00146-00 
Accionante: Ana Mercedes Rojas Barrera 

Accionada: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 

 

7 

 

se trata de un profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias 

vigentes9. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 2022, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.).  

 
 

 

 

LISETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 2022, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 
electrónica.  

  

 
LISETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 

 

                                                             

9 Certificado No. 1829753 del 16 de noviembre de 2022.  

Correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co, t_amolina@fiduprevi-sora.com.co chepelin@hotmail.fr  y 

notificacionescundinamarcalqab@gmail.com   

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_amolina@fiduprevi-sora.com.co
mailto:chepelin@hotmail.fr
mailto:notificacionescundinamarcalqab@gmail.com
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Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00153-00 
Accionante: Claudia Liliana Perilla Suescun1  
Accionada: Subred Integrada de Salud Norte E.S.E. 
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 

 

Revisado el expediente observa el Despacho que la notificación del auto admisorio 

de la demanda dirigida al extremo pasivo se hizo a la dirección electrónica 

defensajudicialnorte@subrednorte.gov.co y si bien es un correo propio de la 

entidad demandada, no corresponde al correo oficial para notificaciones que 

conforme con la página web2, lo es: notificacionesjudiciales@subrednorte.gov.co  

 

Por lo tanto, por secretaría súrtase en debida forma la notificación del auto 

admisorio a la entidad demandada al último correo mencionado, en aras de 

precaver nulidad. 

 

CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 
 

                                                             

1 Apoderada de la parte demandante Dra. Yovana Marcela Ramírez Suárez, correo electrónico 

marcelaramirezsu@hotmail.com  
2 www.subrednorte.gov.co  

mailto:defensajudicialnorte@subrednorte.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@subrednorte.gov.co
mailto:marcelaramirezsu@hotmail.com
http://www.subrednorte.gov.co/
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 11001-33-35-028-28-2022-00156-00 
Accionante: Margarita López Rojas1 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, Bogotá D.C. – Secretaría de 
Educación Distrital y Fiduciaria la Previsora S.A. – 
Fiduprevisora2 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
 

 
Teniendo en cuenta que con la entrada en vigencia de la Ley 2080 de 2021, fueron 

reformados los artículos 175, 180, 182 y 182ª de la Ley 1437 de 2011, se procede a efectuar 

pronunciamiento de las excepciones previas propuestas, como requisito previo para 

determinar el trámite a impartir en el asunto de la referencia.  
 

Corolario de lo anterior, el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021, señala que las excepciones previas se formularán y decidirán según lo 

regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

La norma en cita, dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 

extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 

previstos en el numeral 3º del artículo 182A. 

1. SOBRE LAS EXCEPCIONES PROPUESTAS  
 

1.1. Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y la Fiduciaria La Previsora S.A., dieron contestación conjunta a la 

demanda como se colige del Archivo Digital No. 6, en el que formuló las siguientes 

excepciones: i) falta de legitimación por pasiva de la Fiduprevisora S.A., ii)Inexistencia de 

la obligación por falta de fundamento jurídico en atención al régimen docente y cobro 

de lo no debido e iii) indebida interpretación de la jurisprudencia relacionada con las 

cesantías FOMAG. Así las cosas, se observa que la parte demandada formuló la 

                                                             

1 Apoderada de la parte demandante, Dra. Paula Milena Agudelo Montaña, correo electrónico 

notificacionescundinamarcalqab@gmail.com  
2 Apoderada de Fiduprevisora S.A. y Min Educación, Dra. Angela Viviana Molina Murillo, correo electrónico 

t_amolina@fiduprevisora.com.co y apoderado de la Secretaria demandada, correo electrónico: chepelin@hotmail.fr   

mailto:notificacionescundinamarcalqab@gmail.com
mailto:t_amolina@fiduprevisora.com.co
mailto:chepelin@hotmail.fr
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excepción previa de falta de legitimación por pasiva de al Fiduciaria La Previsora S.A., 

la cual se fundamentó en lo siguiente:   
 

Adujo que la Fiduciaria actúa únicamente como vocera del Patrimonio Autónomo-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y precisó la naturaleza jurídica 

del contrato de fiducia con fundamento en los artículos 1233 y 1266 del Código de 

Comercio, resaltando que existe una separación de patrimonios, entre el que es propio 

de la Fiduciaria como persona jurídica y el que administra, por lo que no es la llamada a 

responder con su propio patrimonio. 

 

1.2. Bogotá D.C. - Secretaría de Educación Distrital 
 

La entidad territorial, dio contestación a la demanda como se colige del Archivo Digital 

No. 7, en el que formuló las siguientes excepciones: i) Inexistencia de la obligación, ii) 

prescripción, iii) legalidad de los actos acusados y iv) genérica e innominada. Así las 

cosas, se observa que la parte demandada únicamente formuló como de trámite previo 

la excepción de prescripción  pero como esta se refiere al restablecimiento del derecho 

debe resolverse en la sentencia. 

 

Es pertinente en este punto anotar que las contestaciones de la demanda se dirigieron 

con copia al correo electrónico de la demandante, por lo que conocen su contenido y 

no se manifestó dentro de la oportunidad legal.  

  

2. DECISIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS 
 

2.1. Falta de legitimación en la causa por pasiva de Fiduciaria La Previsora S.A., 
propuesta por las entidades accionadas. 
 
Para resolver se considera que el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, establece la falta de legitimación en la causa como 

una de las excepciones previas que puede proponer el demandado.  

 

Por su parte, el Consejo de Estado, ha definido la excepción de falta de legitimación en 

la causa por pasiva, así3: “(…) la legitimación en la causa por pasiva es entendida como la calidad 
que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda, por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial, por lo que para poder predicar esta calidad es necesario probar la existencia 
de dicha relación. (…)”  
 

De conformidad con lo señalado anteriormente, y de acuerdo con los fundamentos de 

la excepción propuesta, se observa que la misma se refiere a la ausencia de relación 

jurídica sustancial entre la entidad demandada y la parte demandante. 
 

Así pues, debe decirse, que la legitimación se estudia, en doble vía, una, procesal o de 

hecho y la otra, sustancial o material. Entendiendo por la primera, la posibilidad de 

convocar a determinada entidad y que ella concurra por intermedio de su 

representante legal y en segundo término, que esa entidad tenga o no la obligación de 

responder por la condena o por el derecho que se le reconozca a quien acude a esta 

jurisdicción. Al respecto el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 

                                                             

3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera; auto de 9 de agosto de 2012; C.P.: Alexander 

Guzman Carrillo; número único de radicación 73001-23-31-000-2010-00472-01 
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“…En efecto, la legitimación se configura tanto por activa como por pasiva y se predica 
en dos modalidades, una de hecho y otra material, siendo la primera la que se estructura 
entre las partes con la notificación del auto admisorio de la demanda, esto es, con la debida 
integración del contradictorio; y la segunda, la que se edifica en la relación causal entre 
los hechos que soportan las pretensiones y las partes4. 
 
Así a la parte pasiva de la litis le asiste una legitimación en la causa de hecho, cuando se 
encuentra en una relación directa con las peticiones planteadas en la demanda, es decir, 
cuando en la formulación de las pretensiones por parte del demandante en el libelo 
introductor, refiera que su derecho subjetivo amparado en una norma jurídica está siendo 
lesionado por esa parte, y en consecuencia al admitir la demanda se le tiene como parte 
pasiva para integrar el contradictorio.  
 
De este modo, con la notificación del auto admisorio de la demanda, quien asume la 
calidad de demandado, le asiste la legitimación procesal para intervenir en el trámite 
judicial con el objetivo de ejercer sus derechos de contradicción y defensa, lo que hace 
parte de la denominada legitimación de hecho, ante la existencia de un vínculo o conexidad 
entre los sujetos que integran la relación objeto de litigio. 
Por otro lado, el análisis de la legitimación material es un asunto que deberá abordarse 
en la etapa final del proceso, es decir en el fallo, toda vez que allí luego de tenerse todos 
los presupuestos fácticos y jurídicos así como los elementos probatorios indispensables 
para adoptar una decisión de mérito, se determinará la procedencia de anular el acto 
administrativo atacado y se estudiará en cabeza de cual sujeto procesal se encuentra la 
obligación de asumir el eventual restablecimiento del derecho, así lo concluyó esta Sección 
al señalar: 
«[…] Así las cosas, resulta claro que cuando se hace necesario determinar si las personas 
vinculadas tienen la «obligación de anular una actuación administrativa y restablecer un 
derecho», la decisión encaminada a establecer la legitimación material o sustancial, debe 
producirse a través de sentencia y no en desarrollo del auto admisorio de la demanda o de 
la audiencia inicial puesto que aquella legitimación requiere sentencia de mérito5 mientras 
que tratándose de la legitimación de hecho o procesal6, esta debe resolverse en desarrollo 
de la audiencia inicial, en tanto obedece forzosamente a un presupuesto procesal que debe 
estudiarse y resolverse en el marco de la primera etapa del proceso, lo que precisamente 
configura la denominación doctrinal que se le ha dado de excepción “mixta”. […]»7”8 
(Destacado fuera de texto)  

 

De esta manera, se destaca que los argumentos que sustentan la excepción se 

encuadran en la denominada legitimación en causa procesal, a lo que debe decirse 

que en el auto admisorio se le integró a la Fiduciaria La Previsora S.A. como integrante 

del litisconsorcio pasivo, como vocera del patrimonio autónomo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, no como la persona jurídica que es, es decir, no se 

amenaza el patrimonio de la Fiduciaria como se sugiere sino que representa los intereses 

del aludido patrimonio autónomo nada más. 

 

                                                             

4 Consejo de Estado, Sección Segunda - Subsección A. CP: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Auto de 14 de mayo 

de 2014 Radicación: 73001-23-33-000-2013-00410-01 (1075-2014). 
5 En palabras de Francesco Carnelutti, esta modalidad obliga al juez a que efectué un “pronunciamiento con contenido 
positivo.  
6 Por su parte Francesco Carnelutti (1959), ha considerado que: “(El) requisito de legitimación para la demanda (…) 
consiste, sin embargo, en la pertenencia al actuante no ya de una relación jurídica diversa de aquella que con la 

demanda se desarrolla sino de una situación de hecho (afirmación de la pertenencia del derecho), a la que la relación 

jurídica puede corresponder o no corresponder, se trata no de legitimación de derecho sino de legitimación de hecho 

(p. 466). 
7 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, CP Sandra Lisset Ibarra Vélez, auto de 5 de julio de 2018. Radicación: 
05001-23-33-000-2016-01082-01(0900-18). 
8 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección A, Auto del 24 de octubre de 2018, dentro del expediente  No. 05001-

23-33-000-2015-00725-01(1568-16).  
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Sobre la eventual condena y los compromisos que se impongan se definirá lo pertinente 

en la sentencia, por lo pronto, se advierte que si se encuentra legitimada como vocera 

en la forma que se le convocó al proceso.   

 

Por lo anteriormente expuesto, no se declarará probada esta excepción. 

 

Precisado lo anterior, el artículo 182A numeral 1º de la Ley 1437 de 2011 adicionado por 

la Ley 2080 de 2021, comporta la fijación el litigio, la determinación del objeto del 

proceso y la posibilidad de decreto de pruebas, cuando se reúnan los presupuestos para 

la sentencia anticipada.  

 
3. FIJACIÓN DEL LITIGIO   
  
Como quiera que ya fueron resueltas las excepciones previas, en aplicación del artículo 

182A numeral 1º literales c) y d) de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 2080 de 

2021, en la parte resolutiva quedará consignada la fijación del litigio.  

 
4. DECRETO DE PRUEBAS  
 
4.1. Por la parte demandante  
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

demanda.  

 

Ofíciese al Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio y a la Secretaría Distrital de Educación de Bogotá, para que en el término 

de cinco (5) días, se informe a este Juzgado en qué fecha y por qué valor fueron 

consignadas las cesantías a la docente Margarita López Rojas identificada con la C.C. 

24.079.993, correspondientes al año 2020.  

 

4.2. Por la parte demandada 
 
a. Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

Respecto del oficio dirigido a la Secretaría Distrital de Educación, el mismo se denegará 

porque el expediente administrativo ya fue aportado  

 

b. Bogotá D.C. - Secretaría de Educación Distrital 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

No solicitó la práctica de pruebas. 

 

Establecido lo anterior y una vez aportadas las documentales que se requerirán con este 

auto, se correrá traslado común a las partes para que presenten sus alegaciones finales. 
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5. Traslado para alegar 
 

Recaudadas las pruebas documentales ordenadas, se correrá el correspondiente 

traslado para alegar de conclusión. 

 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 
  

PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción denominada falta de legitimación en 

la causa por pasiva de Fiduprevisora S.A., conforme a lo señalado en la parte motiva de 

esta providencia. 
 
SEGUNDO: FIJAR EL LITIGIO en los siguientes términos:  

 

De conformidad con lo que aparece demostrado en este proceso, el objeto del mismo 

consiste en determinar si es procedente declarar la nulidad de los actos administrativos 

acusados, y en consecuencia, si la parte demandante tiene derecho al reconocimiento 

y pago de la sanción a que se refiere la Ley 50 de 1990, por presunta consignación tardía 

de las cesantías de la demandante al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio 

   

TERCERO: OFÍCIESE al Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio y a la Secretaría Distrital de Educación de Bogotá, para que en 

el término de cinco (5) días, se informe a este Juzgado en qué fecha y por qué valor 

fueron consignadas las cesantías a la docente Margarita López Rojas identificada con 

la C.C. 24.079.993, correspondientes al año 2020.  

 
El escrito deberá remitirse de manera electrónica identificando el número de radicación 

del expediente al buzón de correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva a la Dra. Ángela Viviana Molina Murillo, 

identificada con la cédula de ciudadanía 1.019.103.946 y portadora de la T.P. 295.622 

del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos en 

el poder aportado, en calidad de apoderada de la Nación - Ministerio de Educación 

Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y de Fiduciaria La 

Previsora S.A. Se destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la 

Judicatura9, se trata de una profesional del derecho que no presenta sanciones 

disciplinarias vigentes10. 

QUINTO: Se reconoce personería adjetiva al Dr. Carlos José Herrera Castañeda, 

identificado con la cédula de ciudadanía 79.954.623 y portador de la T.P. 141.955 del 

Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos en el 

poder aportado, en calidad de apoderado de Bogotá - Secretaría de Educación 

Distrital. Se destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura, 

                                                             

9 Consejo Superior de la Judicatura Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019.  
10 Certificado No. 1852450 del 16 de noviembre de 2022.  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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se trata de un profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias 

vigentes11. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 
 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes 

la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2022, a las 

ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

 
 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2022, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 

electrónica.  
  

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 

 

                                                             

11 Certificado No. 1825481 del 16 de noviembre de 2022. 

Correos electrónicos: proteccionjuridicadecolombia@gmail.com notjudicial@fiduprevisora.com.co, t_amolina@fiduprevi-

sora.com.co t_lcubaque@fiduprevisora.com.co chepelin@hotmail.fr  

mailto:proteccionjuridicadecolombia@gmail.com
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_amolina@fiduprevi-sora.com.co
mailto:t_amolina@fiduprevi-sora.com.co
mailto:t_lcubaque@fiduprevisora.com.co
mailto:chepelin@hotmail.fr


Firmado Por:

Monica Lorena Sanchez Romero

Juez

Juzgado Administrativo
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Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 34b21c37b02697976e32155f41d8330e52f58ac38e99c3bb08adbe2d548f2cc8

Documento generado en 16/11/2022 07:16:54 PM
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00163-00 

Accionante: Myriam Castellanos Acosta 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Bogotá 

D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 
Teniendo en cuenta que con la entrada en v igencia de la Ley 2080 de 2021, fueron 

reformados los artículos 175, 180, 182 y 182ª de la Ley 1437 de 2011, se procede a 

efectuar pronunciamiento de las excepciones prev ias propuestas, como requisito 

prev io para determinar el trámite a impartir en el asunto de la referencia.  
 

Corolario de lo anterior, el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 38 de la 

Ley 2080 de 2021, señala que las excepciones previas se formularán y decidirán según 

lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

La norma en cita, dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 

extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 

prev istos en el numeral 3º del artículo 182A. 

1. SOBRE LAS EXCEPCIONES PROPUESTAS  
 
1.1. Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y la Fiduprevisora S.A. 
 
Integrada en debida forma la litis, se tiene que el Ministerio de Educación Nacional – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A., dieron 

contestación a la demanda como se colige del Archivo Digital No. 7, en el que 

formularon las siguientes excepciones: i) Falta de legitimación por pasiva de la 

Fiduprevisora S.A., ii) Inexistencia de la obligación por falta de fundamento jurídico en 

atención al régimen docente y cobro de lo no debido e iii) Indebida interpretación de 

la jurisprudencia relacionada con las cesantías del FOMAG. Así las cosas, se observa 

que la parte demandada formuló la excepción prev ia de falta de legitimación por 

pasiva de la Fiduprevisora S.A., la cual fundamentó en lo siguiente:   

 
Indicó que existe una separación patrimonial entre los fondos que una Fiduciaria recibe 

a través de los respectivos fideicomisos, con los activos propios de la entidad Fiduciaria, 

por lo que de ninguna manera una medida o eventual condena que afecte bienes 

que hacen parte de algún fideicomiso puede afectar recursos propios de aquella.  
 



Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00163-00 

Accionante: Myriam Castellanos Acosta 
Accionada: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 

 

2 
 

Para resolver se considera que el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, establece la falta de legitimación en la causa como 

una de las excepciones previas que puede proponer el demandado.  

 
Por su parte, el Consejo de Estado, ha definido la excepción de falta de legitimación 

en la causa por pasiva, así1: “(…) la legitimación en la causa por pasiva es entendida como la 
calidad que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda, por cuanto es 
sujeto de la relación jurídica sustancial, por lo que para poder predicar esta calidad es necesario probar 
la existencia de dicha relación. (…)”  
 

De conformidad con lo señalado anteriormente, y de acuerdo con los fundamentos de 

la excepción propuesta, se observa que la misma se refiere a la ausencia de relación 

jurídica sustancial entre las entidades demandadas y la parte demandante. 
 

Así pues, debe decirse, que la legitimación se estudia, en doble v ía, una, procesal o de 

hecho y la otra, sustancial o material. Entendiendo por la primera, la posibilidad de 

convocar a determinada entidad y que ella concurra por intermedio de su 

representante legal y en segundo término, que esa entidad tenga o no la obligación 

de responder por la condena o por el derecho que se le reconozca a quien acude a 

esta jurisdicción. Al respecto el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 

 
“…En efecto, la legitimación se configura tanto por activa como por pasiva y se predica 
en dos modalidades, una de hecho y otra material, siendo la primera la que se estructura 
entre las partes con la notificación del auto admisorio de la  demanda, esto es, con la  
debida integración del contradictorio; y la segunda, la que se edifica en la relación 
causal entre los hechos que soportan las pretensiones y las partes2. 
 
Así a la parte pasiva de la litis le asiste una legitimación en la causa de hecho, cuando se 
encuentra en una relación directa con las peticiones planteadas en la demanda, es decir, 
cuando en la formulación de las pretensiones por parte del demandante en el libelo 
introductor, refiera que su derecho subjetivo amparado en una norma jurídica está 
siendo lesionado por esa parte, y en consecuencia al admitir la demanda se le tiene como 
parte pasiva para integrar el contradictorio.  
 
De este modo, con la notificación del auto admisorio de la  demanda, quien asume la 
calidad de demandado, le asiste la legitimación procesal para intervenir en el trámite 
judicial con el objetivo de ejercer sus derechos de contradicción y defensa, lo  que hace 
parte de la denominada legitimación de hecho, ante la existencia de un vínculo o 
conexidad entre los sujetos que integran la relación objeto de litigio. 
 
Por otro lado, el análisis de la legitimación material es un asunto que deberá abordarse 
en la etapa final del proceso, es decir en el fallo, toda vez que allí luego de tenerse todos 
los presupuestos fácticos y jurídicos así como los elementos probatorios indispensables 
para adoptar una decisión de mérito, se determinará la procedencia de anular el acto 
administrativo atacado y se estudiará en cabeza de cual sujeto procesal se encuentra la  
obligación de asumir el eventual restablecimiento del derecho, así lo concluyó esta 
Sección al señalar: 
 
«[…] Así las cosas, resulta claro que cuando se hace necesario determinar si las 
personas vinculadas tienen la «obligación de anular una actuación administrativa y 
restablecer un derecho», la decisión encaminada a establecer la legitimación material o  

                                                                 

1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativ o, Sección Primera; auto de 9 de agosto de 2012; C.P.: 

Alexander Guzman Carrillo; número único de radicación 73001-23-31-000-2010-00472-01 
2 Consejo de Estado, Sección Segunda - Subsección A. CP: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Auto de 14 de mayo 
de 2014 Radicación: 73001-23-33-000-2013-00410-01 (1075-2014). 
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sustancial, debe producirse a través de sentencia y no en desarrollo del auto admisorio 
de la demanda o de la audiencia inicial puesto que aquella legitimación requiere 
sentencia de mérito3 mientras que tratándose de la legitimación de hecho o procesal 4,  
esta debe resolverse en desarrollo de la audiencia inicial, en tanto obedece forzosamente 
a un presupuesto procesal que debe estudiarse y resolverse en el marco de la  primera 
etapa del proceso, lo que precisamente configura la denominación doctrinal que se le ha 
dado de excepción “mixta”. […]»5”6 (Destacado fuera de texto)  

 

De esta manera, se destaca que el argumento que sustenta la excepción se encuadra 

en la denominada legitimación en causa material, como quiera que se basa en que la 

entidad no está llamada a responder por las pretensiones de la demanda, lo cual 

deberá ser analizado en la sentencia.  

 

1.2. Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital 
 

Así mismo, se tiene que la entidad territorial, dio contestación a la demanda como se 

colige del Archivo Digital No. 8, en la que únicamente formuló excepciones de mérito. 

 

Precisado lo anterior, el artículo 182A numeral 1º de la Ley 1437 de 2011 adicionado por 

la Ley 2080 de 2021, comporta la fijación el litigio, la determinación del objeto del 

proceso y la posibilidad de decreto de pruebas, cuando se reúnan los presupuestos 

para la sentencia anticipada.  

 
2. FIJACIÓN DEL LITIGIO   
  
Como quiera que ya fueron resueltas las excepciones prev ias, en aplicación del 

artículo 182A numeral 1º literales c) y d) de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 

2080 de 2021, en la parte resolutiva quedará consignada la fijación del litigio.  

 
3. DECRETO DE PRUEBAS  
 
3.1. Por la parte demandante  
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

demanda.  

 

Por Secretaría ofíciese a la Secretaría de Educación Distrital, para que remita dentro de 

los diez (10) días siguientes a la recepción de la solicitud, copia de los siguientes 

documentos: 

 

a. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de la 

demandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

                                                                 

3 En palabras de Francesco Carnelut t i, esta modalidad obliga al juez a que efectué un “pronunciamiento con 
contenido positivo.  
4 Por su parte Francesco Carnelutti (1959), ha considerado que: “(El) requisito de legit imación para  la  demanda (…) 
consiste, sin embargo, en la pertenencia al actuante no ya de una relación jurídica d i versa de aquella  que con la  
demanda se desarrolla sino de una situación de hecho (afirmación de la pertenencia del derecho), a la que la relación 
jurídica puede corresponder o no corresponder, se t rata no de legit imación de derecho sino de legitimación de hecho 
(p. 466). 
5 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, CP Sandra Lisset  Ibarra Vélez, auto de 5 de julio de 2018. 
Radicación: 05001-23-33-000-2016-01082-01(0900-18). 
6 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección A, Auto del 24 de octubre de 2018, dentro del exped iente  No. 
05001-23-33-000-2015-00725-01(1568-16).  
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oficial al serv icio de esta entidad territorial durante la v igencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha.  

 

b. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 

aparezca el nombre de la parte demandante, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto.  

 

c. Si la acción descrita en el anterior literal, obedece a que esta entidad, solo realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 
consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la v igencia del año 

2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o 

informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

 

d. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 

a la parte demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territor ial y 

que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 

cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 

administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 

De otra parte, solicita de oficiar al Ministerio de Educación Nacional, para que se sirva 

certificar de la parte accionante que labora en Secretaria de Educación de Bogotá, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la v igencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así 

como la siguiente información: i) copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera indiv idual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la v igencia laborada 2020, a favor del docente que aparece 

como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. I i) indicar 

la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías sobre el 

monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente solicitante, así 

como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías que fueron causadas 

y acumuladas hasta el año 2020. 

 

Frente a esta ultima solicitud probatoria, se negará su práctica de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso aplicable por remisión 

expresa de los artículos 211 y 306 del C.P.A.C.A, el cual consagra que“(…) El juez se 
abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo  
que deberá acreditarse sumariamente. (…)” 

 

3.2. Por la parte demandada 
 
a. Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y Fiduciaria la Previsora S.A. 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 
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Respecto a la prueba solicitada, que consiste en oficiar “a la Secretaría de Educación, a 
efectos que remita con destino a este expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente 
pagador para la expedición del acto administrativo.”, no se accederá a su práctica, por cuanto 

no son precisos los términos en que fue deprecada, pues no se especifica a qué 

trámite interadministrativo, ni a qué acto administrativo se hace referencia. 
 

b. Bogotá D.C. - Secretaría de Educación Distrital 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

No solicitó la práctica de pruebas. 

 

4. Traslado para alegar 
 
Una vez se recauden las pruebas documentales decretadas, se correrá el traslado 

para alegar de conclusión y dictar sentencia anticipada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 
  

PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción denominada falta de legitimación por 

pasiva de la Fiduprevisora S.A., propuesta por la Nación - Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduciaria la 
Previsora S.A., conforme a lo señalado en la parte motiva de esta prov idencia. 
 
SEGUNDO: FIJAR EL LITIGIO en los siguientes términos:  

De conformidad con lo que aparece demostrado en este proceso, el objeto del mismo 

consiste en determinar si es procedente declarar la nulidad de los actos administrativos 

acusados, y en consecuencia, si la parte demandante tiene derecho al 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, de 

que trata la Ley 50 de 1990. 

   

TERCERO: Por Secretaría ofíciese a la Secretaría de Educación Distrital, para que remita 

dentro de los diez (10) días siguientes a la recepción de la solicitud, copia de los 

siguientes documentos: 

 

a. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de la 

demandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al serv icio de esta entidad territorial durante la v igencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha.  

 

b. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 

aparezca el nombre de la parte demandante, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto.  
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c. Si la acción descrita en el anterior literal, obedece a que esta entidad, solo realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 
consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la v igencia del año 

2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o 

informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

 

d. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 

a la parte demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territor ial y 

que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 

cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 

administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 

CUARTO: NEGAR la práctica de las pruebas solicitadas por la parte demandante, 

consistentes en oficiar al Ministerio de Educación Nacional, para que se sirva certif icar 

de de la parte accionante que labora en Secretaria de Educación de Bogotá, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la v igencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así 

como la siguiente información: i) copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera indiv idual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la v igencia laborada 2020, a favor del docente que 

aparece como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO –  FOM AG. 

I i) indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías 

sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente 

solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías que 

fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020, de conformidad con lo  expuesto 

en la parte motiva de esta prov idencia. 

QUINTO: NEGAR la práctica de la prueba solicitada por la Nación - Ministerio de 
Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 
Fiduciaria la Previsora S.A., consistente en oficiar “a la Secretaría de Educación, a ef ectos que 
remita con destino a este expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente pagador para 
la expedición del acto administrativo.”, de conformidad con lo  expuesto en la parte motiv a 

de esta prov idencia. 

 
SEXTO: Se reconoce personería adjetiva a la Dra. Ángela Viviana Molina Murillo, 

identificada con la cédula de ciudadanía 1.019.103.946 y portadora de la T.P. 295.622 

del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos 

en el poder aportado, en calidad de apoderada de la Nación - Ministerio de 

Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Se 

destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura7, se trata 

de una profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias vigentes8. 

 

SÉPTIMO: Se reconoce personería adjetiva al Dr. Carlos José Herrera Castañeda, 

identificado con la cédula de ciudadanía 79.954.623 y portador de la T.P. 141.955 del 

Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos en el 

poder aportado, en calidad de apoderado de Bogotá D.C. – Secretaría de Educación 

                                                                 

7 Consejo Superior de la Judicatura Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019.  
8 Certificado No. 1829731 del 16 de nov iembre de 2022. 
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Distrital. Se destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura, 

se trata de un profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias 

v igentes9. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 
prov idencia anterior hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 2022, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.).  
 
 
 
 

LISETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 2022, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 
electrónica.  

  

 
LISETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 
 

                                                                 

9 Certificado No. 1829753 del 16 de nov iembre de 2022.  

Correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co, t_amolina@fiduprevi-sora.com.co chepelin@hotmail.fr  y 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com   

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_amolina@fiduprevi-sora.com.co
mailto:chepelin@hotmail.fr
mailto:notificacionescundinamarcalqab@gmail.com


Firmado Por:

Monica Lorena Sanchez Romero

Juez

Juzgado Administrativo

028

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 3cf0450df0444c1602cdc896fda6651a0fad7dd79faf59369ac0cc3e6e0e20d3

Documento generado en 16/11/2022 07:16:54 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 11001-33-35-028-28-2022-00164-00 
Accionante: Tatiana Andrea Bogotá Rodríguez1 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, Bogotá D.C. – Secretaría de 
Educación Distrital y Fiduciaria la Previsora S.A. – 
Fiduprevisora2 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
 

 
Teniendo en cuenta que con la entrada en vigencia de la Ley 2080 de 2021, fueron 

reformados los artículos 175, 180, 182 y 182ª de la Ley 1437 de 2011, se procede a efectuar 

pronunciamiento de las excepciones previas propuestas, como requisito previo para 

determinar el trámite a impartir en el asunto de la referencia.  
 

Corolario de lo anterior, el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021, señala que las excepciones previas se formularán y decidirán según lo 

regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

La norma en cita, dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 

extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 

previstos en el numeral 3º del artículo 182A. 

1. SOBRE LAS EXCEPCIONES PROPUESTAS  
 

1.1. Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y la Fiduciaria La Previsora S.A., dieron contestación conjunta a la 

demanda como se colige del Archivo Digital No. 6, en el que formuló las siguientes 

excepciones: i) falta de legitimación por de la Fiduprevisora S.A., ii)Inexistencia de la 

obligación por falta de fundamento jurídico en atención al régimen docente y cobro de 

lo no debido e iii) indebida interpretación de la jurisprudencia relacionada con las 

cesantías FOMAG. Así las cosas, se observa que la parte demandada formuló la 

                                                             

1 Apoderada de la parte demandante, Dra. Paula Milena Agudelo Montaña, correo electrónico 

notificacionescundinamarcalqab@gmail.com  
2 Apoderada de Fiduprevisora S.A. y Min Educación, Dra. Angela Viviana Molina Murillo, correo electrónico 

t_amolina@fiduprevisora.com.co y apoderado de la Secretaria demandada, correo electrónico: chepelin@hotmail.fr   

mailto:notificacionescundinamarcalqab@gmail.com
mailto:t_amolina@fiduprevisora.com.co
mailto:chepelin@hotmail.fr
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excepción previa de falta de legitimación por pasiva de al Fiduciaria La Previsora S.A., 

la cual se fundamentó en lo siguiente:   
 

Aduce que la Fiduciaria actúa únicamente como vocera del Patrimonio Autónomo-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y precisó la naturaleza jurídica 

del contrato de fiducia con fundamento en los artículos 1233 y 1266 del Código de 

Comercio, resaltando que existe una separación de patrimonios, entre el que es propio 

de la Fiduciaria como persona jurídica y el que administra, por lo que no es la llamada a 

responder con su propio patrimonio. 

 

1.2. Bogotá D.C. - Secretaría de Educación Distrital 
 

La entidad territorial, dio contestación a la demanda como se colige del Archivo Digital 

No. 7, en el que formuló las siguientes excepciones: i) Inexistencia de la obligación, ii) 

prescripción, iii) legalidad de los actos acusados y iv) genérica e innominada. Así las 

cosas, se observa que la parte demandada únicamente formuló como de trámite previo 

la excepción de prescripción  pero como esta se refiere al restablecimiento del derecho 

debe resolverse en la sentencia. 

 

Es pertinente en este punto anotar que las contestaciones de la demanda se dirigieron 

con copia al correo electrónico de la demandante, por lo que conocen su contenido y 

no se manifestó dentro de la oportunidad legal.  

  

2. DECISIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS 
 

2.1. Falta de legitimación en la causa por pasiva de Fiduciaria La Previsora S.A., 
propuesta por las entidades accionadas. 
 
Para resolver se considera que el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, establece la falta de legitimación en la causa como 

una de las excepciones previas que puede proponer el demandado.  

 

Por su parte, el Consejo de Estado, ha definido la excepción de falta de legitimación en 

la causa por pasiva, así3: “(…) la legitimación en la causa por pasiva es entendida como la calidad 
que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda, por cuanto es sujeto de 
la relación jurídica sustancial, por lo que para poder predicar esta calidad es necesario probar la existencia 
de dicha relación. (…)”  
 

De conformidad con lo señalado anteriormente, y de acuerdo con los fundamentos de 

la excepción propuesta, se observa que la misma se refiere a la ausencia de relación 

jurídica sustancial entre la entidad demandada y la parte demandante. 
 

Así pues, debe decirse, que la legitimación se estudia, en doble vía, una, procesal o de 

hecho y la otra, sustancial o material. Entendiendo por la primera, la posibilidad de 

convocar a determinada entidad y que ella concurra por intermedio de su 

representante legal y en segundo término, que esa entidad tenga o no la obligación de 

responder por la condena o por el derecho que se le reconozca a quien acude a esta 

jurisdicción. Al respecto el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 

                                                             

3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera; auto de 9 de agosto de 2012; C.P.: Alexander 

Guzman Carrillo; número único de radicación 73001-23-31-000-2010-00472-01 
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“…En efecto, la legitimación se configura tanto por activa como por pasiva y se predica 
en dos modalidades, una de hecho y otra material, siendo la primera la que se estructura 
entre las partes con la notificación del auto admisorio de la demanda, esto es, con la debida 
integración del contradictorio; y la segunda, la que se edifica en la relación causal entre 
los hechos que soportan las pretensiones y las partes4. 
 
Así a la parte pasiva de la litis le asiste una legitimación en la causa de hecho, cuando se 
encuentra en una relación directa con las peticiones planteadas en la demanda, es decir, 
cuando en la formulación de las pretensiones por parte del demandante en el libelo 
introductor, refiera que su derecho subjetivo amparado en una norma jurídica está siendo 
lesionado por esa parte, y en consecuencia al admitir la demanda se le tiene como parte 
pasiva para integrar el contradictorio.  
 
De este modo, con la notificación del auto admisorio de la demanda, quien asume la 
calidad de demandado, le asiste la legitimación procesal para intervenir en el trámite 
judicial con el objetivo de ejercer sus derechos de contradicción y defensa, lo que hace 
parte de la denominada legitimación de hecho, ante la existencia de un vínculo o conexidad 
entre los sujetos que integran la relación objeto de litigio. 
 
Por otro lado, el análisis de la legitimación material es un asunto que deberá abordarse 
en la etapa final del proceso, es decir en el fallo, toda vez que allí luego de tenerse todos 
los presupuestos fácticos y jurídicos así como los elementos probatorios indispensables 
para adoptar una decisión de mérito, se determinará la procedencia de anular el acto 
administrativo atacado y se estudiará en cabeza de cual sujeto procesal se encuentra la 
obligación de asumir el eventual restablecimiento del derecho, así lo concluyó esta Sección 
al señalar: 
 
«[…] Así las cosas, resulta claro que cuando se hace necesario determinar si las personas 
vinculadas tienen la «obligación de anular una actuación administrativa y restablecer un 
derecho», la decisión encaminada a establecer la legitimación material o sustancial, debe 
producirse a través de sentencia y no en desarrollo del auto admisorio de la demanda o de 
la audiencia inicial puesto que aquella legitimación requiere sentencia de mérito5 mientras 
que tratándose de la legitimación de hecho o procesal6, esta debe resolverse en desarrollo 
de la audiencia inicial, en tanto obedece forzosamente a un presupuesto procesal que debe 
estudiarse y resolverse en el marco de la primera etapa del proceso, lo que precisamente 
configura la denominación doctrinal que se le ha dado de excepción “mixta”. […]»7”8 
(Destacado fuera de texto)  

 

De esta manera, se destaca que los argumentos que sustentan la excepción se 

encuadran en la denominada legitimación en causa procesal, a lo que debe decirse 

que en el auto admisorio se le integró a la Fiduciaria La Previsora S.A. como integrante 

del litisconsorcio pasivo, como vocera del patrimonio autónomo del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, no como la persona jurídica que es, es decir, no se 

amenaza el patrimonio de la Fiduciaria como se sugiere sino que representa los intereses 

del aludido patrimonio autónomo nada más. 

 

                                                             

4 Consejo de Estado, Sección Segunda - Subsección A. CP: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Auto de 14 de mayo 

de 2014 Radicación: 73001-23-33-000-2013-00410-01 (1075-2014). 
5 En palabras de Francesco Carnelutti, esta modalidad obliga al juez a que efectué un “pronunciamiento con contenido 
positivo.  
6 Por su parte Francesco Carnelutti (1959), ha considerado que: “(El) requisito de legitimación para la demanda (…) 
consiste, sin embargo, en la pertenencia al actuante no ya de una relación jurídica diversa de aquella que con la 

demanda se desarrolla sino de una situación de hecho (afirmación de la pertenencia del derecho), a la que la relación 

jurídica puede corresponder o no corresponder, se trata no de legitimación de derecho sino de legitimación de hecho 

(p. 466). 
7 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, CP Sandra Lisset Ibarra Vélez, auto de 5 de julio de 2018. Radicación: 
05001-23-33-000-2016-01082-01(0900-18). 
8 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección A, Auto del 24 de octubre de 2018, dentro del expediente  No. 05001-

23-33-000-2015-00725-01(1568-16).  
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Sobre la eventual condena y los compromisos que se impongan se definirá lo pertinente 

en la sentencia, por lo pronto, se advierte que si se encuentra legitimada como vocera 

en la forma que se le convocó al proceso.   

 

Por lo anteriormente expuesto, no se declarará probada esta excepción. 

 

Precisado lo anterior, el artículo 182A numeral 1º de la Ley 1437 de 2011 adicionado por 

la Ley 2080 de 2021, comporta la fijación el litigio, la determinación del objeto del 

proceso y la posibilidad de decreto de pruebas, cuando se reúnan los presupuestos para 

la sentencia anticipada.  

 
3. FIJACIÓN DEL LITIGIO   
  
Como quiera que ya fueron resueltas las excepciones previas, en aplicación del artículo 

182A numeral 1º literales c) y d) de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 2080 de 

2021, en la parte resolutiva quedará consignada la fijación del litigio.  

 
4. DECRETO DE PRUEBAS  
 
4.1. Por la parte demandante  
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

demanda.  

 

Ofíciese al Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio y a la Secretaría Distrital de Educación de Bogotá, para que en el término 

de cinco (5) días, se informe a este Juzgado en qué fecha y por qué valor fueron 

consignadas las cesantías a la docente Tatiana Andrea Bogotá Rodríguez identificada 

con la C.C. 52.518.466 de Bogotá, correspondientes al año 2020.  

 

4.2. Por la parte demandada 
 
a. Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

Respecto del oficio dirigido a la Secretaría Distrital de Educación, el mismo se denegará 

porque el expediente administrativo ya fue aportado  

 

b. Bogotá D.C. - Secretaría de Educación Distrital 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

No solicitó la práctica de pruebas. 

 

Establecido lo anterior y una vez aportadas las documentales que se requerirán con este 

auto, se correrá traslado común a las partes para que presenten sus alegaciones finales. 
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5. Traslado para alegar 
 

Recaudadas las pruebas documentales ordenadas, se correrá el correspondiente 

traslado para alegar de conclusión. 

 
En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 
  

PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción denominada falta de legitimación en 

la causa por pasiva de Fiduciaria La Previsora S.A., conforme a lo señalado en la parte 

motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: FIJAR EL LITIGIO en los siguientes términos:  

 

De conformidad con lo que aparece demostrado en este proceso, el objeto del mismo 

consiste en determinar si es procedente declarar la nulidad de los actos administrativos 

acusados, y en consecuencia, si la parte demandante tiene derecho al reconocimiento 

y pago de la sanción a que se refiere la Ley 50 de 1990, por presunta consignación tardía 

de las cesantías de la demandante al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio 

   

TERCERO: OFÍCIESE al Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio y a la Secretaría Distrital de Educación de Bogotá, para que en 

el término de cinco (5) días, se informe a este Juzgado en qué fecha y por qué valor 

fueron consignadas las cesantías a la docente Tatiana Andrea Bogotá Rodríguez 

identificada con la C.C. 52.518.466 de Bogotá, correspondientes al año 2020.  

 
El escrito deberá remitirse de manera electrónica identificando el número de radicación 

del expediente al buzón de correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

CUARTO: Se reconoce personería adjetiva a la Dra. Ángela Viviana Molina Murillo, 

identificada con la cédula de ciudadanía 1.019.103.946 y portadora de la T.P. 295.622 

del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos en 

el poder aportado, en calidad de apoderada de la Nación - Ministerio de Educación 

Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y de Fiduciaria La 

Previsora S.A. Se destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la 

Judicatura9, se trata de una profesional del derecho que no presenta sanciones 

disciplinarias vigentes10. 

QUINTO: Se reconoce personería adjetiva al Dr. Carlos José Herrera Castañeda, 

identificado con la cédula de ciudadanía 79.954.623 y portador de la T.P. 141.955 del 

Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos en el 

poder aportado, en calidad de apoderado de Bogotá - Secretaría de Educación 

Distrital. Se destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura, 

                                                             

9 Consejo Superior de la Judicatura Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019.  
10 Certificado No. 1852450 del 16 de noviembre de 2022.  

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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se trata de un profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias 

vigentes11. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 
 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes 

la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2022, a las 

ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

 
 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2022, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 

electrónica.  
  

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 

 

                                                             

11 Certificado No. 1825481 del 16 de noviembre de 2022. 

Correos electrónicos: proteccionjuridicadecolombia@gmail.com notjudicial@fiduprevisora.com.co, t_amolina@fiduprevi-

sora.com.co t_lcubaque@fiduprevisora.com.co chepelin@hotmail.fr  

mailto:proteccionjuridicadecolombia@gmail.com
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_amolina@fiduprevi-sora.com.co
mailto:t_amolina@fiduprevi-sora.com.co
mailto:t_lcubaque@fiduprevisora.com.co
mailto:chepelin@hotmail.fr
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00170-00 

Accionante: Johanna Tibasosa Rubiano 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Bogotá 

D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 
Teniendo en cuenta que con la entrada en v igencia de la Ley 2080 de 2021, fueron 

reformados los artículos 175, 180, 182 y 182ª de la Ley 1437 de 2011, se procede a 

efectuar pronunciamiento de las excepciones prev ias propuestas, como requisito 

prev io para determinar el trámite a impartir en el asunto de la referencia.  
 

Corolario de lo anterior, el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 38 de la 

Ley 2080 de 2021, señala que las excepciones previas se formularán y decidirán según 

lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 

La norma en cita, dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 

transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 

extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 

prev istos en el numeral 3º del artículo 182A. 

1. SOBRE LAS EXCEPCIONES PROPUESTAS  
 
1.1. Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y la Fiduprevisora S.A. 
 
Integrada en debida forma la litis, se tiene que el Ministerio de Educación Nacional – 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A., dieron 

contestación a la demanda como se colige del Archivo Digital No. 7, en el que 

formularon las siguientes excepciones: i) Falta de legitimación por pasiva de la 

Fiduprevisora S.A., ii) Inexistencia de la obligación por falta de fundamento jurídico en 

atención al régimen docente y cobro de lo no debido e iii) Indebida interpretación de 

la jurisprudencia relacionada con las cesantías del FOMAG. Así las cosas, se observa 

que la parte demandada formuló la excepción prev ia de falta de legitimación por 

pasiva de la Fiduprevisora S.A., la cual fundamentó en lo siguiente:   

 
Indicó que existe una separación patrimonial entre los fondos que una Fiduciaria recibe 

a través de los respectivos fideicomisos, con los activos propios de la entidad Fiduciaria, 

por lo que de ninguna manera una medida o eventual condena que afecte bienes 

que hacen parte de algún fideicomiso puede afectar recursos propios de aquella.  
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Para resolver se considera que el parágrafo 2º del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por el 

artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, establece la falta de legitimación en la causa como 

una de las excepciones previas que puede proponer el demandado.  

 
Por su parte, el Consejo de Estado, ha definido la excepción de falta de legitimación 

en la causa por pasiva, así1: “(…) la legitimación en la causa por pasiva es entendida como la 
calidad que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda, por cuanto es 
sujeto de la relación jurídica sustancial, por lo que para poder predicar esta calidad es necesario probar 
la existencia de dicha relación. (…)”  
 

De conformidad con lo señalado anteriormente, y de acuerdo con los fundamentos de 

la excepción propuesta, se observa que la misma se refiere a la ausencia de relación 

jurídica sustancial entre las entidades demandadas y la parte demandante. 
 

Así pues, debe decirse, que la legitimación se estudia, en doble v ía, una, procesal o de 

hecho y la otra, sustancial o material. Entendiendo por la primera, la posibilidad de 

convocar a determinada entidad y que ella concurra por intermedio de su 

representante legal y en segundo término, que esa entidad tenga o no la obligación 

de responder por la condena o por el derecho que se le reconozca a quien acude a 

esta jurisdicción. Al respecto el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 

 
“…En efecto, la legitimación se configura tanto por activa como por pasiva y se predica 
en dos modalidades, una de hecho y otra material, siendo la primera la que se estructura 
entre las partes con la notificación del auto admisorio de la  demanda, esto es, con la  
debida integración del contradictorio; y la segunda, la que se edifica en la relación 
causal entre los hechos que soportan las pretensiones y las partes2. 
 
Así a la parte pasiva de la litis le asiste una legitimación en la causa de hecho, cuando se 
encuentra en una relación directa con las peticiones planteadas en la demanda, es decir, 
cuando en la formulación de las pretensiones por parte del demandante en el libelo 
introductor, refiera que su derecho subjetivo amparado en una norma jurídica está 
siendo lesionado por esa parte, y en consecuencia al admitir la demanda se le tiene como 
parte pasiva para integrar el contradictorio.  
 
De este modo, con la notificación del auto admisorio de la  demanda, quien asume la 
calidad de demandado, le asiste la legitimación procesal para intervenir en el trámite 
judicial con el objetivo de ejercer sus derechos de contradicción y defensa, lo  que hace 
parte de la denominada legitimación de hecho, ante la existencia de un vínculo o 
conexidad entre los sujetos que integran la relación objeto de litigio. 
Por otro lado, el análisis de la legitimación material es un asunto que deberá abordarse 
en la etapa final del proceso, es decir en el fallo, toda vez que allí luego de tenerse todos 
los presupuestos fácticos y jurídicos así como los elementos probatorios indispensables 
para adoptar una decisión de mérito, se determinará la procedencia de anular el acto 
administrativo atacado y se estudiará en cabeza de cual sujeto procesal se encuentra la  
obligación de asumir el eventual restablecimiento del derecho, así lo concluyó esta 
Sección al señalar: 
«[…] Así las cosas, resulta claro que cuando se hace necesario determinar si las 
personas vinculadas tienen la «obligación de anular una actuación administrativa y 
restablecer un derecho», la decisión encaminada a establecer la legitimación material o  
sustancial, debe producirse a través de sentencia y no en desarrollo del auto admisorio 
de la demanda o de la audiencia inicial puesto que aquella legitimación requiere 

                                                                 

1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativ o, Sección Primera; auto de 9 de agosto de 2012; C.P.: 

Alexander Guzman Carrillo; número único de radicación 73001-23-31-000-2010-00472-01 
2 Consejo de Estado, Sección Segunda - Subsección A. CP: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Auto de 14 de mayo 
de 2014 Radicación: 73001-23-33-000-2013-00410-01 (1075-2014). 
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sentencia de mérito3 mientras que tratándose de la legitimación de hecho o procesal 4,  
esta debe resolverse en desarrollo de la audiencia inicial, en tanto obedece forzosamente 
a un presupuesto procesal que debe estudiarse y resolverse en el marco de la  primera 
etapa del proceso, lo que precisamente configura la denominación doctrinal que se le ha 
dado de excepción “mixta”. […]»5”6 (Destacado fuera de texto)  

 

De esta manera, se destaca que el argumento que sustenta la excepción se encuadra 

en la denominada legitimación en causa material, como quiera que se basa en que la 

entidad no está llamada a responder por las pretensiones de la demanda, lo cual 

deberá ser analizado en la sentencia.  

 

1.2. Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital 
 

Así mismo, se tiene que la entidad territorial, dio contestación a la demanda como se 

colige del Archivo Digital No. 8, en la que únicamente formuló excepciones de mérito. 

 

Precisado lo anterior, el artículo 182A numeral 1º de la Ley 1437 de 2011 adicionado por 

la Ley 2080 de 2021, comporta la fijación el litigio, la determinación del objeto del 

proceso y la posibilidad de decreto de pruebas, cuando se reúnan los presupuestos 

para la sentencia anticipada.  

 
2. FIJACIÓN DEL LITIGIO   
  
Como quiera que ya fueron resueltas las excepciones prev ias, en aplicación del 

artículo 182A numeral 1º literales c) y d) de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 

2080 de 2021, en la parte resolutiva quedará consignada la fijación del litigio.  

 
3. DECRETO DE PRUEBAS  
 
3.1. Por la parte demandante  
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

demanda.  

 

Por Secretaría ofíciese a la Secretaría de Educación Distrital, para que remita dentro de 

los diez (10) días siguientes a la recepción de la solicitud, copia de los siguientes 

documentos: 

 

a. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de la 

demandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al serv icio de esta entidad territorial durante la v igencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha.  

 

                                                                 

3 En palabras de Francesco Carnelut t i, esta modalidad obliga al juez a que efectué un “pronunciamiento con 
contenido positivo.  
4 Por su parte Francesco Carnelutti (1959), ha considerado que: “(El) requisito de legit imación para  la  demanda (…) 
consiste, sin embargo, en la pertenencia al actuante no ya de una relación jurídica d i versa de aquella  que con la  
demanda se desarrolla sino de una situación de hecho (afirmación de la pertenencia del derecho), a la que la relación 
jurídica puede corresponder o no corresponder, se t rata no de legit imación de derecho sino de legitimación de hecho 
(p. 466). 
5 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, CP Sandra Lisset  Ibarra Vélez, auto de 5 de julio de 2018. 
Radicación: 05001-23-33-000-2016-01082-01(0900-18). 
6 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección A, Auto del 24 de octubre de 2018, dentro del exped iente  No. 
05001-23-33-000-2015-00725-01(1568-16).  
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b. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 

aparezca el nombre de la parte demandante, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto.  

 

c. Si la acción descrita en el anterior literal, obedece a que esta entidad, solo realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 
consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la v igencia del año 

2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o 

informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

 

d. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 

a la parte demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territor ial y 

que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 

cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 

administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 

De otra parte, solicita de oficiar al Ministerio de Educación Nacional, para que se sirva 

certificar de la parte accionante que labora en Secretaria de Educación de Bogotá, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la v igencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así 

como la siguiente información: i) copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera indiv idual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la v igencia laborada 2020, a favor del docente que aparece 

como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO – FOMAG. I i) indicar 

la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías sobre el 

monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente solicitante, así 

como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías que fueron causadas 

y acumuladas hasta el año 2020. 

 

Frente a esta ultima solicitud probatoria, se negará su práctica de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso aplicable por remisión 

expresa de los artículos 211 y 306 del C.P.A.C.A, el cual consagra que“(…) El juez se 
abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, 
hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo  
que deberá acreditarse sumariamente. (…)” 

 

3.2. Por la parte demandada 
 
a. Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y Fiduciaria la Previsora S.A. 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

Respecto a la prueba solicitada, que consiste en oficiar “a la Secretaría de Educación, a 
efectos que remita con destino a este expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente 

pagador para la expedición del acto administrativo.”, no se accederá a su práctica, por cuanto 
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no son precisos los términos en que fue deprecada, pues no se especifica a qué 

trámite interadministrativo, ni a qué acto administrativo se hace referencia. 
 

b. Bogotá D.C. - Secretaría de Educación Distrital 
 
Se le confiere el valor probatorio dado por la Ley a los documentos aportados con la 

contestación de la demanda. 

 

No solicitó la práctica de pruebas. 

 

4. Traslado para alegar 
 
Una vez se recauden las pruebas documentales decretadas, se correrá el traslado 

para alegar de conclusión y dictar sentencia anticipada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 
  

PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción denominada falta de legitimación por 

pasiva de la Fiduprevisora S.A., propuesta por la Nación - Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Fiduciaria la 
Previsora S.A., conforme a lo señalado en la parte motiva de esta prov idencia. 
 
SEGUNDO: FIJAR EL LITIGIO en los siguientes términos:  

De conformidad con lo que aparece demostrado en este proceso, el objeto del mismo 

consiste en determinar si es procedente declarar la nulidad de los actos administrativos 

acusados, y en consecuencia, si la parte demandante tiene derecho al 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, de 

que trata la Ley 50 de 1990. 

   

TERCERO: Por Secretaría ofíciese a la Secretaría de Educación Distrital, para que remita 

dentro de los diez (10) días siguientes a la recepción de la solicitud, copia de los 

siguientes documentos: 

 

a. Certificación de la fecha exacta en la que consignó como patrono de la 

demandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado como docente 

oficial al serv icio de esta entidad territorial durante la v igencia del año 2020 en el 

Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha.  

 

b. Copia de la respectiva consignación o planilla utilizada para estos efectos, donde 

aparezca el nombre de la parte demandante, el valor exacto consignado y la copia 

del CDP que fue realizado para realizar el respectivo trámite presupuestal que 

ocasionó la erogación del gasto por este concepto.  

 

c. Si la acción descrita en el anterior literal, obedece a que esta entidad, solo realizó 

algún reporte a la Fiduciaria o el FOMAG, sin haber realizado algún pago – 
consignación – por concepto de las cesantías que corresponden a la v igencia del año 
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2020, sírvase expedir la respectiva constancia de este documento del reporte o 

informar sobre el trámite dado a esta cancelación.  

 

d. Copia del acto administrativo, que ordenó el reconocimiento de esta cesantía anual 

a la parte demandante, por laborar el año 2020, al servicio de esta entidad territor ial y 

que dio nacimiento a la consignación por parte de esta entidad a la acreencia 

cancelada en el Fomag. De lo contrario infórmeme sobre la inexistencia del acto 

administrativo y si se dio algún trámite para su realización. 

 

CUARTO: NEGAR la práctica de las pruebas solicitadas por la parte demandante, 

consistentes en oficiar al Ministerio de Educación Nacional, para que se sirva certif icar 

de de la parte accionante que labora en Secretaria de Educación de Bogotá, la 

fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la v igencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha, así 

como la siguiente información: i) copia de la constancia de la respectiva transacción - 

consignación, que fue realizada de manera indiv idual o conjunta que corresponda al 

concepto de cesantía de la v igencia laborada 2020, a favor del docente que 

aparece como demandante en el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO –  FOM AG. 

I i) indicar la fecha exacta en la cual fueron cancelados los intereses a las cesantías 

sobre el monto acumulado de esta prestación, que le corresponden al docente 

solicitante, así como el valor cancelado, y que incluye el valor de las cesantías que 

fueron causadas y acumuladas hasta el año 2020, de conformidad con lo  expuesto 

en la parte motiva de esta prov idencia. 

QUINTO: NEGAR la práctica de la prueba solicitada por la Nación - Ministerio de 
Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 
Fiduciaria la Previsora S.A., consistente en oficiar “a la Secretaría de Educación, a ef ectos que 
remita con destino a este expediente el trámite interadministrativo adelantado ante el ente pagador para 
la expedición del acto administrativo.”, de conformidad con lo  expuesto en la parte motiv a 

de esta prov idencia. 

 
SEXTO: Se reconoce personería adjetiva a la Dra. Ángela Viviana Molina Murillo, 

identificada con la cédula de ciudadanía 1.019.103.946 y portadora de la T.P. 295.622 

del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos 

en el poder aportado, en calidad de apoderada de la Nación - Ministerio de 

Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Se 

destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura7, se trata 

de una profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias vigentes8. 

 

SÉPTIMO: Se reconoce personería adjetiva al Dr. Carlos José Herrera Castañeda, 

identificado con la cédula de ciudadanía 79.954.623 y portador de la T.P. 141.955 del 

Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad y en los términos establecidos en el 

poder aportado, en calidad de apoderado de Bogotá D.C. – Secretaría de Educación 

Distrital. Se destaca que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura, 

                                                                 

7 Consejo Superior de la Judicatura Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019.  
8 Certificado No. 1829731 del 16 de nov iembre de 2022. 
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se trata de un profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias 

v igentes9. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 
prov idencia anterior hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 2022, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.).  
 
 

 
 

LISETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, hoy 17 DE NOVIEMBRE DE 2022, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 
electrónica.  

  

 
LISETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 
 

                                                                 

9 Certificado No. 1829753 del 16 de nov iembre de 2022.  

Correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co, t_amolina@fiduprevi-sora.com.co chepelin@hotmail.fr  y 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com   

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_amolina@fiduprevi-sora.com.co
mailto:chepelin@hotmail.fr
mailto:notificacionescundinamarcalqab@gmail.com
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00214-00 
Convocante: Jaime Alberto Gómez Arias 
Convocada: Superintendencia de Sociedades   
Asunto: Conciliación extrajudicial – Reajuste 

Prima de Actividad y Bonificación por 
Recreación con Reserva Especial de 
Ahorro  

 

 
Procede el Juzgado a decidir sobre la aprobación de la conciliación extrajudicial 
celebrada entre las partes en el asunto de la referencia, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, la Ley 640 de 2001 y la Ley 1285 de 2009, 
reglamentadas por el Decreto 1716 de 2009, compilado con posterioridad mediante 
Decreto 1069 de 2015. 
 
La Procuraduría 192 Judicial I para Asuntos Administrativos, remitió solicitud de aprobación 
o improbación de la conciliación extrajudicial celebrada entre Jaime Alberto Gómez 
actuando mediante apoderado, y la Superintendencia de Sociedades actuando a 
través de apoderado, según acta calendada el 27 de mayo de 2022, celebrada dentro 
de la Conciliación Extrajudicial con Radicación No. 186409 del 1 de abril de 2022, donde 
se decidió conciliar los valores adeudados por dicha entidad a la convocante al no incluir 
como parte integrante de la Asignación Básica la Reserva Especial de Ahorro y la posterior 
liquidación y pago de la Prima de Actividad y la Bonificación por Recreación dentro del 
periodo comprendido entre el 5 de febrero de 2020 al 6 de febrero de 2022.  
 
La entidad convocada propuso conciliar los anteriores conceptos por la suma final de dos 
Millones Novecientos Ochenta y Cinco Mil Treinta y Siete pesos ($2.985.037) mcte, 
correspondiente al valor del capital adeudado.  
 
El convocante Jaime Alberto Gómez Arias actuando mediante apoderado, manifestó 
aceptar la fórmula en su integridad tal como fue planteada por la Entidad Convocada. 
 
En ese sentido, corresponde valorar los siguientes, 

 
I. ANTECEDENTES 

 
1. Jaime Alberto Gómez Arias actuando mediante apoderado, presentó solicitud de 
conciliación extrajudicial ante la Procuraduría General de la Nación – Delegada para la 
Conciliación Administrativa, con las siguientes pretensiones: 
 

“PRETENSIONES 
 
PRIMERA. Se concilien los efectos contenidos y decididos dentro del oficio con radicado 2022-01-
150726, acto administrativo de fecha del 22 de marzo de 2022.  
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SEGUNDA. Que como consecuencia y a título de restablecimiento del derecho se cancele a su favor la 
suma de DOS MILLONES TRESCIENTOS  NOVENTA Y SEIS MILOCHOCIENTOS SIETE PESOS 
($2.396.807), por la reliquidación de los conceptos de PRIMA DE ACTIVIDAD, BONIFICACION POR 
RECREACION, VIÁTICOS Y LOSREAJUSTES DE LOS ANTERIORES CONCEPTOS, con la inclusión 
del porcentaje correspondiente a la Reserva Especial  del Ahorro, por el periodo de tiempo señalado 
en la certificación emitida por el Coordinador Grupo de Administración de Personal de la 
Superintendencia de Sociedades, que se adjunta a la presente solicitud... (…)” 
 

2. La anterior petición, la fundamenta en los HECHOS que se relacionan a continuación:  
 
Para el pago de las prestaciones económicas y demás, se adoptó el Acuerdo 040 de 13 
de noviembre de 1991 expedido por la Junta Directiva de Corporanónimas, cuyo objeto 
fue el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas y médico-asistenciales y el 
otorgamiento de servicios sociales que consagró a favor de sus afiliados, entre ellos, los 
empleados de la Superintendencia de Sociedades. 
 
En el artículo 58 de dicho Acuerdo se consagra el pago de la Reserva Especial de Ahorro.  
 
Por el Decreto 1695 de 27 de junio de 1997, el Gobierno Nacional en ejercicio de las 
facultades extraordinarias otorgadas por el artículo 30 de la Ley 344 de 1998, suprimió 
Corporanónimas.  
 
En el artículo 12 del Decreto 1695 de 27 de junio 1997 estipuló que el pago de los beneficios 
económicos consagrados en el Acuerdo 040 de 1991 estaría a cargo de las 
Superintendencias, respecto de sus empleados para lo cual en cada vigencia fiscal se 
apropiarán las partidas presupuestales necesarias en cada una de ellas.  
 
En razón a lo anterior, la Superintendencia de Sociedades excluyó el porcentaje 
equivalente a la Reserva Especial de Ahorro al momento de realizar los pagos por 
concepto de prima de actividad, bonificación por recreación, horas extras, viáticos y prima 
por dependientes.  
 
Mediante escritos dirigidos a la Superintendencia de Sociedades, varios funcionarios 
solicitaron que la prima de actividad, la bonificación por recreación, horas extras, viáticos 
y prima por dependientes, entre otros, les fuera liquidados teniendo en cuenta el 
porcentaje correspondiente a la reserva especial de ahorro como factor salarial. 
 
Como respuesta a dichas peticiones, la entidad inicialmente indicó que no accedía al 
objeto de las mismas.  
 
En atención al concepto de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado del 01 de 
junio de 2015, respecto a la viabilidad de la Superintendencia de Sociedades en proponer 
“fórmulas de arreglo en el marco de los cuales los solicitantes cedan parte de sus 
pretensiones, [capital o intereses] permitiendo de esta manera solucionar esta clase de 
conflictos, evitando su judicialización que podría hacer más onerosa la responsabilidad del 
Estado”, y en atención a los pronunciamientos del Consejo de Estado; el Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de la Superintendencia, optó por buscar medios 
encaminados a normalizar el régimen prestacional de la Entidad, tal como consta en acta 
No.014 del 02 de junio de 2015. 
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A través de derecho de petición, fechado el día 18 de marzo de 20221,  el convocante 
Jaime Alberto Gómez Arias, solicita la reliquidación de la Prima de Actividad, Bonificación 
por recreación y Viáticos  
 
Mediante oficio del 22 de marzo de 20222, la entidad reconoce de manera general la 
reliquidación de los siguientes factores: Prima de Actividad y Bonificación por Recreación.  
 
En escrito de 18/03/2022, remitido por correo electrónico, la convocada remite 
certificación de trabajo del señor Jaime Alberto Gómez Arias, en donde pone además  
En conocimiento de la convocante la liquidación de la conciliación. 
 
 
Ahora bien, en cuanto a la solicitud de conciliación elevada ante el Procurador Judicial 
correspondiente, la convocante acompañó las siguientes PRUEBAS: 
 

• Derecho de petición suscrito por el poderdante, radicado 2022-01-118103 del 28 
de febrero de 2022. 

 
• Certificación No.510-001114 del 18 de marzo de 2022, donde consta la liquidación 

efectuada por la Superintendencia de Sociedades a favor de mi representada.  
 

• Oficio con número consecutivo 510-068278 del 22 de mazo 2022 de la 
Superintendencia de Sociedades, en respuesta al derecho de petición 

 
I. EL ACUERDO CONCILIATORIO 

 
La audiencia de conciliación se llevó a cabo el 27 de mayo de 2022 ante la Procuraduría 
192 Judicial I para Asuntos Administrativos, en la cual la se establecieron las condiciones del 
acuerdo de la siguiente manera: 
 

“… El Comité de conciliación y Defensa Judicial de la Superintendencia de Sociedades, en 
reunión celebrada el día 22 de abril de 2022 (acta No. 08-2022) estudió el caso de Jaime 
Alberto Gómez Arias (CC 79.136.940) y decidió de manera UNÁNIME CONCILIAR las 
pretensiones del convocante (Reserva Especial del Ahorro), por valor de $2.396.807,00. (…)” 

 

La fórmula de conciliación es bajo los siguientes parámetros: 

 

1. Valor: Reconocer la suma de $2.396.807,00 m/cte., como valor resultando de reliquidar los 
factores solicitados, para el período comprendido entre el 5 de febrero de 2020 al 6 de marzo 
de 2022, incluyendo allí el factor denominado reserva especial del ahorro, a la liquidación 
efectuada por la entidad y aceptada por el convocante. 

2. No se reconocerán intereses ni indexación, o cualquier otro gasto que se pretenda por el 
convocante, es decir, sólo se reconoce el capital conforme a la liquidación realizada por la 
entidad.  

3. Se debe tener en cuenta la prescripción trienal de las sumas indicadas, conforme la 
certificación aludida. 

4. Pago: Los valores antes señalados serán cancelados dentro de los 60 días siguientes a aquél 
en el que la Jurisdicción Contenciosa Administrativa apruebe la conciliación, no generando 
intereses tampoco en este lapso. 

5. Forma de pago: El pago se realizará, mediante la consignación en la cuenta que el 
funcionario tenga reportada en la entidad para el pago de nómina, salvo indicación en 

                                            
1 Folio 25 del documento “Demanda” 
2 Folios 28 y 29 del documento “Demanda”. 
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contrario del solicitante, comunicada a la entidad al momento de elevar la petición de pago, 
o en todo caso, antes de efectuarse el pago respectivo. 
Así mismo, el convocante acepta que no iniciará acciones contra la Superintendencia de 
Sociedades que tengan que ver con el reconocimiento de las sumas relativas a Prima de 
Actividad y Bonificación Recreación, a que se refiere esta conciliación”  

 
Por su parte el convocante mediante abogado, aceptó en su totalidad la fórmula 
conciliatoria presentada por la entidad convocada.  

 
III. CONSIDERACIONES 

 
A efectos de decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial en el asunto de la 
referencia, se analizará el caso bajo dos puntos centrales: 
 
1. LA CONCILIACIÓN EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
 
En materia administrativa, de conformidad con lo establecido en el artículo 70 de la ley 446 
de 19983, son conciliables los conflictos de carácter particular y contenido económico, de 
los cuales conoce la jurisdicción contenciosa administrativa suscitados en las acciones 
consagradas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, hoy medios 
de control consagrados en los artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
De otra parte, en virtud de lo dispuesto en los artículos 234 y 245 de la Ley 640 de 2001, 
respectivamente, las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso 
administrativo se adelantan ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 
jurisdicción y los conciliadores de los centros de conciliación autorizados. A su vez, las 
actas elevadas por la Procuraduría que contengan el acuerdo conciliatorio no prestan 
mérito ejecutivo de manera independiente, sino que requieren de su aprobación por 
parte del Juez que fuere competente para conocer de la acción judicial 
correspondiente.  
 
En tal sentido, en los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho, no se encuentra 
prohibición legal que impida la celebración de la conciliación y si bien la temática no es 
pacífica en la jurisprudencia, el Consejo de Estado6 ha establecido su procedencia 
respecto de los aspectos económicos de los actos administrativos, siempre que se cumplan 
ciertos presupuestos: i) Que se trate de derechos disponibles por las partes; ii) que no haya 

                                            
3 Asuntos susceptibles de conciliación. El artículo 59 de la Ley 23 de 1991, quedará así:  
 
Artículo 59.- Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 
público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y 
contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las 
acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Parágrafo 1°. En los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, la conciliación procederá siempre 
que en ellos se hayan propuesto excepciones de mérito. (...)  
 
4 Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público a esta 
jurisdicción. 
 
5 Artículo 24.- Aprobación judicial de las conciliaciones extrajudiciales. Las actas que contengan conciliaciones 
extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes 
al de su celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a 
efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto aprobatorio no será consultable.  
 
6 Ver entre otros los autos de la Sección Primera de 9 de junio de 2004, M.P. RAFAEL OSTAU LAFONT PLANETA y de 20 de 
mayo de 2004, M.P. OLGA INÉS NAVARRETE Y DE 7 DE ABRIL DE 2004, Sección Cuarta, M.P. MARÍA INÉS ORTIZ.  
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operado el fenómeno de la caducidad de la acción; iii) que las partes estén debidamente 
representadas y tengan capacidad para conciliar iv) que no resulte lesivo para el 
patrimonio público; v) que se encuentre sustento probatorio y, vi) que para el caso de las 
acciones de nulidad y restablecimiento no se presente alguna de las causales de 
revocatoria previstas en el artículo 93 del C.P.A.C.A. 

 
En consecuencia, se advierte que el asunto de que trata la presente conciliación, se refiere 
a un derecho esencialmente económico, pues corresponde al pago de las diferencias 
causadas al omitir la inclusión de la reserva especial del ahorro como parte de la 
asignación básica para la liquidación de la Prima de Actividad y la Bonificación por 
Recreación, siendo susceptible de conciliarse de acuerdo a la posición adoptada por el 
comité de conciliación de la Superintendencia de Sociedades en sesión del 22 de abril de 
2022.  
 
De otra parte, si bien el convocante renuncia a los intereses que se pudieren generar con 
el reconocimiento de los derechos reclamados, que para este caso sería un derecho 
accesorio, no se advierte que con ello se afecte en sí mismo el derecho principal, dado 
que no hay renuncia sobre la reclamación principal que corresponde a la inclusión de la 
reserva especial del ahorro para la liquidación de la de la Prima de Actividad y la 
Bonificación por Recreación, factores que conforme a la liquidación presentada fueron 
pagados al convocante.  
 
Así mismo, frente a la condición consistente en que el convocante desiste de cualquier 
acción legal contra la Superintendencia de Sociedades, el Despacho no encuentra reparo 
alguno, por cuanto harían tránsito a cosa juzgada solo los puntos objeto de conciliación.  
 
En relación con la debida representación de las partes y la capacidad o facultad para 
conciliar, se tiene que la Superintendencia de Sociedades otorgó poder a la abogada 
Consuelo Vega Merchán, indicando la facultad expresa para conciliar, quien representó 
a la entidad en la audiencia de conciliación. 
 
Luego en tal sentido, no se presenta reparo alguno con la representación de la entidad 
convocante.  
 
Por otro lado, frente a la parte convocante, otorgó poder al abogado Gustavo Ernesto 
Bernal Forero, con la facultan expresa de conciliar. 
 
Así mismo, no existen dudas frente a la capacidad para disponer del derecho en litigio, 
puesto que siendo el convocante una persona natural le es inherente dicha capacidad, 
además que, se reitera, los derechos irrenunciables no fueron afectados con la 
conciliación; y lo mismo ocurre con la apoderada de la entidad convocada quien 
mediante certificación suscrita por la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación hace 
consistir su intención de conciliar. 
 
En lo atinente a que el acuerdo logrado entre las partes no resulte lesivo al patrimonio 
público y que los derechos reconocidos estén debidamente acreditados por los 
documentos que se aportaron a la actuación, el Despacho encuentra necesario exponer 
el siguiente marco normativo para establecer si es posible que la reserva especial del 
ahorro sea reconocida como parte de la asignación básica para la liquidación de la Prima 
de Actividad y la Bonificación por Recreación.  
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2. DEL MARCO NORMATIVO 
 
2.1. Disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes y que lo 
reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación. 
 
Procede el Despacho a resolver si la parte convocante tiene derecho a que se le liquide 
de la Prima de Actividad y la Bonificación por Recreación teniendo en cuenta el factor 
denominado Reserva Especial de Ahorro. 
 
Por ser la Reserva Especial de Ahorro un beneficio económico que en principio debía ser 
reconocido por la Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades – 
Corporanonimas, es preciso hacer un recuento del nacimiento de esta prestación, para 
efectos de determinar si dicho beneficio laboral es constitutivo de salario.  
 
Justamente, mediante la Resolución No. 97 de 1946 del entonces Ministerio de Gobierno le 
reconoció la personería jurídica a la Corporación de Empleados de la Superintendencia 
de Sociedades. 
 
La corporación se denominó Corporanonimas, la cual fue reestructurada mediante el 
Decreto con fuerza de Ley 2156 de 1992, que determinó que “es un establecimiento 

público, del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y 

patrimonio independiente, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico" (art. 1º), 
estableció su objeto en el artículo 2º en los siguientes términos:  

 
"La Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades, CORPORANONIMAS, como 
entidad de previsión social, tendrá a su cargo el reconocimiento y pago de las prestaciones 
sociales, económicas y médico asistenciales consagradas en las normas vigentes para los 
empleados públicos de las Superintendencias de Industria y Comercio, de Sociedades, de 
Valores, de la misma Corporación, en la forma que dispongan sus estatutos y reglamentos 
internos, de acuerdo con las normas legales y reglamentarias".  

 

En desarrollo de este objeto, el artículo 3º del mismo Decreto enumeró las funciones de la 
corporación, dentro de las cuales se hallaban: 

 
1. Organizar, dirigir y administrar el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, 
económicas y médico asistenciales de los empleados públicos de las Superintendencias de 
Industria y Comercio, de Sociedades, de Valores y de la misma Corporación.  
 
2. Atender las prestaciones a que se obligue en favor de sus afiliados, beneficiarios, 
pensionados y adscritos especiales. 

 

Al respecto, es preciso señalar que el artículo 58 del Acuerdo 040 de 13 de noviembre de 
1991, expedido por la Junta Directiva de Corporanónimas consagró la denominada 
Reserva Especial de Ahorro, así:  

 
“CONTRIBUCIÓN AL FONDO DE EMPLEADOS RESERVA ESPECIAL DE AHORRO: 
Corporanónimas contribuirá con sus aportes al Fondo de Empleados de la Superintendencia 
y Corporanónimas, entidad con Personería Jurídica reconocida por la Superintendencia 
Nacional de Cooperativas. Para tal fin pagará mensualmente a sus afiliados forzosos una 
suma equivalente al sesenta y cinco por ciento (65%) del sueldo básico, la prima de 
antigüedad, prima técnica, y gastos de representación; de este porcentaje entregará a 
Corporanónimas directamente al Fondo el quince por ciento (15%), previa deducción de la 
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cotización que sea del caso por concepto de la afiliación de los beneficiarios. Los afiliados 
forzosos contribuirán mensualmente al Fondo con el cinco por ciento (5%) de las 
asignaciones básicas mensuales fijadas por la ley…”  

 
Lo anterior significa que los empleados de la Superintendencia de Sociedades, 
mensualmente, devengaban la asignación básica que cancelaba la Superintendencia en 
forma directa y un 65% de ésta, pagado en principio por Corporanónimas. 
 
Corporanónimas fue suprimida en virtud del Decreto 1695 de 1997, el cual en el artículo 12 
dispuso que en lo que hace referencia al pago de los beneficios económicos a sus 
empleados sería asumido por las Superintendencias de Sociedades, de Industria y 
Comercio, y de Valores, para lo cual en cada vigencia fiscal se apropiarían las partidas 
presupuestales necesarias para cada una de ellas. 
 
En este sentido, el Consejo de Estado al pronunciarse sobre la naturaleza de este beneficio 
laboral para los servidores de la Superintendencia de Sociedades ha admitido que dicha 
reserva especial de ahorro, constituye salario, dado su carácter esencialmente retributivo 
por la prestación de servicios personales. Así lo dijo la alta Corporación:  
 

“Pues bien, es claro para la Sala que todo lo que esté dirigido a remunerar de manera directa 
el servicio prestado por el empleado o trabajador, tiene el carácter de salario, así se le dé 
otra denominación o se pretenda modificarle su naturaleza.  
 

En el caso de autos es evidente que los empleados de la Superintendencia de Sociedades 
perciben su salario mensual a través de dos fuentes: la Superintendencia misma y su 
Corporación Social, Corporanónimas. En efecto, cada mes la entidad les cancela su 
asignación básica y la corporación un 65% de esa suma, adicionalmente; esto es, que en 
realidad la asignación mensual, fuera de otros factores que puedan concurrir en ella, es el 
total de lo reconocido por los dos organismos.  
 

Así las cosas, la aparente antinomia del decreto 2152 de 1992 al utilizar la expresión salario 
promedio del último año y luego determinar unos factores salariales dentro de los cuales no 
aparece ese rubro, no puede alterar la verdad de que la asignación básica mensual del 
empelado cubre los dos pagos ya relacionados. Por tanto, es incuestionable que el 65% del 
salario básico mensual reconocido por Corporanónimas debió incluirse para los fines del 
reconocimiento de las indemnizaciones o bonificaciones.  
 

La corporación ha basado su defensa en la premisa de que ese porcentaje es una prestación 
y no concretamente salario; empero, es ostensible que no se trata de un complemento para el 
empleado o su familia, sino de una retribución directa de sus servicios. Por consiguiente, 
salario.” 

 
También la Corte Constitucional en sentencia C-521/95 precisó: 
 

“La regla general es que constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable 
sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación o 
retribución directa y onerosa del servicio, y que ingresan real y efectivamente a su patrimonio, 
es decir, no a título gratuito o por mera liberalidad del empleador, ni lo que recibe en dinero, 
en especie no para su beneficio ni para enriquecer su patrimonio, sino para desempeñar a 
cabalidad sus funciones, ni las prestaciones sociales, ni los pagos o suministros en especie, 
conforme lo acuerden las partes, ni los pagos que según su naturaleza y por disposición legal 
no tiene carácter salarial, o lo tienen en alguna medida para sus efectos, ni los beneficios o 
auxilios habituales u ocasionales, acordados convencional o contractualmente y otorgados 
en forma extralegal por el empleados, cuando por disposición expresa de las partes no tienen 
el carácter salarial, con efectos en la liquidación de prestaciones sociales” 
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De manera que, es ineludible concluir que, la reserva especial de ahorro constituye salario 
y no una prestación social a título de complemento para satisfacer las necesidades del 
empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación básica que devengaban los 
empleados de la Superintendencia de Sociedades producto de una relación subordinada 
de trabajo, que se paga mensualmente, esto es, de manera periódica, porque para su 
causación no existen requisitos diferentes al de ser empleado de la citada 
Superintendencia, por lo que debe entenderse que con su pago se está efectuando una 
retribución directa del servicio. 
 
Entonces, diáfanamente y sin rodeos la reserva especial de ahorro debe ser considerada 
como parte de la asignación básica de los empleados de la Superintendencia de 
Sociedades, pues no es posible asignarle otra naturaleza, insistiendo en que aquella tiene 
su fuente inmediata en el servicio personal prestado por el trabajador.  
 
Significa lo anterior que no obstante el 65% del salario se haya denominado reserva 
especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma tenga causa 
distinta a la del servicio que prestan los funcionarios, para el Despacho dicha prestación 
indudablemente hace parte de la asignación básica y debe incluirse para los fines del 
reconocimiento de la bonificaciones, primas y viáticos.  
 
No de otra manera debe entenderse dicho pago, pues de no ser así, significaría que se 
estaría desembolsando un dinero a título de mera liberalidad y ello no puede efectuarse 
con fondos del tesoro público. 
 
3. CASO CONCRETO 
 
Así las cosas, como quiera que de lo aportado al expediente se tiene que la convocante 
Jaime Alberto Gómez Arias es servidor público de la Superintendencia Sociedades, con 
una vinculación legal y reglamentaria desde el 30 de diciembre de 1996 y actualmente 
desempeña el cargo de Profesional Universitario 204411. 
 
El 28 de febrero de 2022, solicitó a la entidad pública el reconocimiento y pago de la 
Reserva Especial de Ahorro en la liquidación de la Asignación Básica para la posterior 
liquidación de la Prima de Actividad, la Bonificación por Recreación y Horas Extras. No 
obstante, la entidad en la respuesta otorgada señala que únicamente es procedente el 
reconocimiento y pago de las diferencias señaladas respecto de la prima de actividad y 
la bonificación por recreación.  
 
La liquidación que soportó los valores dejados de pagar se encuentra a folio 27 del 
archivo denominado conciliación, del expediente digital, en donde se exponen los 
correspondientes a la Asignación básica y la Reserva de Ahorro, así como el valor 
adeudado al convocante en el periodo comprendido entre el 5 de febrero de 2022 al 6 
de marzo de 2022 

 
Mediante certificación expedida por la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación 

de la Superintendencia de Sociedades, se señalaron los valores totales objeto de 

conciliación y respecto de los cuales ha de efectuarse el reajuste, conforme la solicitud 
presentada por el convocante, así: “(…) Valor: Reconocer la suma de $2.396.807,00 m/cte., como valor 

resultando de reliquidar los factores solicitados, para el período comprendido entre el 5 de febrero de 2020 al 6 de marzo 
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de 2022, incluyendo allí el factor denominado reserva especial del ahorro, a la liquidación efectuada por la entidad y 
aceptada por el convocante..(…)” 

 
• Descuentos con destino al sistema general de seguridad social en salud y pensiones 
 
Finalmente, como quiera que la reserva especial del ahorro constituye un factor salarial 
e incide en la liquidación de la prima de actividad, bonificación por recreación y 
viáticos, deberán efectuarse los correspondientes descuentos ordenados por Sistema 
Integrado de Seguridad Social, que para el caso de las pensiones, el artículo 17 de la Ley 
100 de 1993, modificado por el artículo 4º de la Ley 797 de 2003, establece:  

 

“ARTICULO.  17.- Obligatoriedad de las cotizaciones. Durante la vigencia de la relación 
laboral deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema general 
de pensiones por parte de los afiliados y empleadores, con base en el salario que aquéllos 
devenguen. 
 
Salvo lo dispuesto en el artículo 64 de esta ley, la obligación de cotizar cesa al momento 
en que el afiliado reúna los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando 
el afiliado se pensione por invalidez o anticipadamente. 
 
Lo anterior será sin perjuicio de los aportes voluntarios que decida continuar efectuando 
el afiliado o el empleador en el caso del régimen de ahorro individual con solidaridad.” 
(Negrilla y subrayado fuera de texto)  

 
Para los descuentos en salud, el artículo 160 de la Ley 100 de 1993, dispuso la 
obligatoriedad de realizar los aportes en el siguiente sentido: 
 

“ARTICULO. 160.-Deberes de los afiliados y beneficiarios. Son deberes de los afiliados y 
beneficiarios del sistema general de seguridad social en salud los siguientes: 1. (…). 
 
3.   Facilitar el pago, y pagar cuando le corresponda, las cotizaciones y pagos obligatorios 
a que haya lugar.” 

 
Por lo expuesto en precedencia, se concluye que es de obligatorio cumplimiento realizar 
los descuentos con destino al sistema general de seguridad social en salud y pensiones, 
sobre los salarios devengados, entendidos éstos como todo pago dirigido a remunerar 
de manera directa los servicios prestado por el trabajador, aun cuando le haya sido 
dada otra denominación o se pretenda hacer variar su naturaleza, como es el caso de 
la reserva especial del ahorro, tal como fuera reseñado anteriormente. 
 
Del acuerdo conciliatorio puesto a consideración, se verifica que no encuentra 
afectado por nulidad, sin embargo, se colige que con la liquidación a la parte 
convocante le fue reajustada la diferencia de la reserva especial de ahorro en su 
asignación, cuyo incremento tiene incidencia directa en la prima de actividad y la  
bonificación por recreación, sin que se hubieren efectuado los descuentos  por 
concepto de seguridad social, ordenandos en los artículos 17 modificado por el artículo 
4º de la Ley 797 de 2003 y 160 de la Ley 100 de 1993, razón por la cual, la parte 
convocada al momento de liquidar las diferencias resultantes, desconoció el principio 
de legalidad de las actuaciones administrativas y reconoció unos valores adicionales, 
infringiendo entonces normas constitucionales y legales, generando una situación lesiva 
para el Sistema General de Seguridad Social en Salud y Pensión, debiéndose improbar 
la conciliación. 
  
Bajo las anteriores consideraciones, el Juzgado,  
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RESUELVE 
 
PRIMERO:  IMPROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado el día 23 de septiembre de 

2021 entre la Superintendencia de Sociedades y Jaime Alberto Gómez 
Arias, durante la audiencia de conciliación adelantada ante la 
Procuraduría 192 Judicial I Para Asuntos Administrativos, en los términos 
descritos en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO:  EJECUTORIADA la presente providencia, por Secretaría archívense las 

diligencias. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

 
 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 
 
 
 

LIZETTE CAÑÓN CARDOZO 
SECRETARIA 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 
partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 

2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 
 
 
 

LIZETTE CAÑÓN CARDOZO 
SECRETARIA 

 

Firmado Por:

Monica Lorena Sanchez Romero

Juez

Juzgado Administrativo
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Bogotá D. C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00232-00 

Accionante: Diana Patricia Zamora Corredor1 

Accionado: Subred Integrada de Servicios de Salud Norte E.S.E.  
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 
Previo a resolver acerca de la admisión de la demanda, se requerirá a la parte 
demandante para que aporte poder para actuar, teniendo en  cuenta los siguientes: 

 
I. ANTECEDENTES 

  

Diana Patricia Zamora Corredor, actuando por conducto de apoderada, presentó 
demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

en contra de la Subred Integrada de Servicios de Salud Norte E.S.E., la cual fue signada 
por la abogada Vanessa Patruno Ramírez.  
 
Mediante auto proferido el 1° de septiembre de 2022, se inadmitió la demanda para 
que, entre otras cosas, aportara un nuevo poder en cumplimiento de lo dispuesto en los 
artículos 74 y SS del C.G.P.  
 

Ahora bien, mediante memorial del 14 de septiembre de 2022, el abogado Álvaro 
José Escobar Lozada allegó escrito de subsanación y poder para actuar conferido 

por la demandante. 

 
No obstante, como se indicó, el escrito de demanda inicial fue suscrito por una 

apoderada distinta, de la cual no se observa que se le hubiera conferido poder para 
actuar por parte de la señora Diana Patricia Zamora Corredor, o que hubiera 

actuado como apoderada sustituta del Dr. Escobar Lozada. 

 
II. CONSIDERACIONES 

 

Así las cosas, en aras de garantizar el derecho al acceso a la administración de 
justicia de la demandante, y atendiendo a que en el escrito de demanda se señala 

que los apoderados de la demandante son los profesionales del derecho ya 
reseñados, se requerirá a la abogada Vanessa Patruno Ramírez, para que en el término 
de 5 días contados a partir de la notificación de esta providencia, aporte el poder para 

                                                                 

1 procesosbogota@tiradoescobar.com  

mailto:procesosbogota@tiradoescobar.com
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actuar como apoderada de la demandante, so pena de dar aplicación a lo dispuesto 
en el artículo 169 del C.P.A.C.A 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 
partes la prov idencia anterior hoy 18 de noviembre   de 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 
 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 
Código de Procedimiento Administrativ o y de lo 
Contencioso Administrativ o, hoy 18 de noviembre de 
2022, se env ió mensaje de datos al apoderado que 
suministró su dirección electrónica. 

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 
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SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00332-00 
Accionante: Eimy Berena Valcárcel Maquilón 
Accionado: Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA 
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

Eimy Berena Valcárcel Maquilón, actuando por conducto de apoderado, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho, en contra del Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA. 
 
Por reunir los requisitos legales, se ADMITE el medio de control propuesto. En 
consecuencia, de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, para efectos de adelantar el 
trámite procesal, dispone: 
 
1.- Notificar personalmente la admisión de la demanda al Representante Legal del 
Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA, atendiendo lo señalado en los artículos 197 

y 198 del Código de Procedimiento Administrativo y el artículo 48 de la Ley 2080 de 
25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 
Administrativo y en concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 2022. 
 
2. Notificar personalmente al Procurador Judicial delegado ante el Despacho y al 
Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, atendiendo lo 
señalado en los artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo, y el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del 
Código de Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en la 
Ley 2213 de 2022. 

 
3.-. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 
25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase traslado al 
demandado, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado, por el término de treinta (30) días para los efectos del artículo 172 del 
C.P.A.C.A.  
 
4.- Por Secretaría, notifíquese a la demandada, remitiendo mediante mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales 
copia del auto admisorio de la demanda, la demanda y sus anexos atendiendo lo 
previsto en el inciso 2° del numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el 

artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y en concordancia con lo previsto 
en la Ley 2213 de 2022. 
 
5.- Por Secretaría, notifíquese al Ministerio público y a la Agencia Nacional para la 
Defensa Jurídica del Estado, de forma personal, mediante el envío de mensaje de 

datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales, 
teniendo especial cuidado de aportar copia de la presente decisión, de la 
demanda y sus anexos, de conformidad con lo previsto en los incisos 3 y 5 del 
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artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del 
C.P.A.C.A y en concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 2022. 
 
6.- De conformidad con el parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A., el Servicio 
Nacional de Aprendizaje - SENA, deberá allegar durante el término para dar 
respuesta a la demanda: 
 
a) Copia del expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, respecto de la 

parte demandante Eimy Berena Valcárcel Maquilón, identificada con cédula de 
ciudadanía  No. 33.104.315. La omisión de lo anterior constituye falta disciplinaria 
gravísima. 
 
7.- Se reconoce personería jurídica a la Dra. Paola Andrea Ruiz Burgos, identificada 

con la cédula de ciudadanía No. 43.636.729 y portadora de la tarjeta profesional 
No. 264.078 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada de la parte 
demandante, en los términos y para los efectos del poder aportado. Se destaca, 
que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura1, se trata de una 
profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias vigentes2. 

 

8.- Los memoriales deberán radicarse UNICAMENTE en la siguiente dirección 

electrónica: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, so pena de no ser tenidos 
en cuenta3. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

 

 

 

LISETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
  

 
LISETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 

  

                                         

1 Consejo Superior de la Judicatura-Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019. 
2 Certificado Digital No. 1829396 del  16 de noviembre de 2022.  
3 De conformidad con el auto del 7 de febrero de 2022, proferido por el Consejo de Estado dentro del proceso No. 

11001031500020210406500 (5922), Consejero Ponente: William Hernández Gómez. 

Correos electrónicos: miguel.abcolpen@gmail.com  
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Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00336-00 
Convocante: Purificación Flórez Cordero 
Convocada: Superintendencia de Sociedades   
Asunto: Conciliación extrajudicial – Reajuste 

Prima de Actividad y Bonificación por 
Recreación con Reserva Especial de 
Ahorro  

 

 
Procede el Juzgado a decidir sobre la aprobación de la conciliación extrajudicial 
celebrada entre las partes en el asunto de la referencia, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, la Ley 640 de 2001 y la Ley 1285 de 2009, 
reglamentadas por el Decreto 1716 de 2009, compilado con posterioridad mediante 
Decreto 1069 de 2015. 
 
La Procuraduría 88 Judicial I  para Asuntos Administrativos, remitió solicitud de aprobación 
o improbación de la conciliación extrajudicial celebrada entre Purificación Flórez Cordero 
actuando mediante apoderado, y la Superintendencia de Sociedades actuando a 
través de apoderado, según acta calendada el 8 de septiembre de 2022, celebrada 
dentro de la Conciliación Extrajudicial con Radicación No. 413180 del 26 de julio de 2022, 
donde se decidió conciliar los valores adeudados por dicha entidad a la convocante al 
no incluir como parte integrante de la Asignación Básica la Reserva Especial de Ahorro y la 
posterior liquidación y pago de la Prima de Actividad y la Bonificación por Recreación 
dentro del periodo comprendido entre el 9 de abril de 2019 al 8 de abril de 2022.  
 
La entidad convocada propuso conciliar los anteriores conceptos por la suma final de Un 
Millón Novecientos Diez Mil Seiscientos Ochenta y Tres pesos ($1.910.683) mcte, 
correspondiente al valor del capital adeudado.  
 
La convocante Purificación Flórez Cordero actuando mediante apoderado, manifestó 
aceptar la fórmula en su integridad tal como fue planteada por la Entidad Convocada. 
 
En ese sentido, corresponde valorar los siguientes, 

 
I. ANTECEDENTES 

 
1. Purificación Flórez Cordero actuando mediante apoderado, presentó solicitud de 
conciliación extrajudicial ante la Procuraduría General de la Nación – Delegada para la 
Conciliación Administrativa, con las siguientes pretensiones: 

 
“PRETENSIONES 
 
PRIMERA. Se concilien los efectos contenidos y decididos dentro del oficio con radicado 2022-01-
345609, acto administrativo de fecha del 29 de abril de 2022.  
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SEGUNDA. Que  como  consecuencia  y  a  título  de  restablecimiento  del  derecho  se cancele a favor 
de la señora PURIFICACIÓN  FLÓREZ CORDERO la suma de UN MILLÓN NOVECIENTOS  DIEZ 
MILSEISCIENTOS OCHENTA  Y  TRESPESOS  M/CTE ($1.910.683),  por  la  reli quidación  de  los  
conceptos  de  PRIMA  DE  ACTIVIDAD, BONIFICACION  POR  RECREACION,  Y    LOS  
REAJUSTES  DE  LOS  ANTERIORES CONCEPTOS, con la inclusión del porcentaje correspondiente 
a la Reserva Especial del  Ahorro,  por  el  periodo  de  tiempo  señalado  en  la  certificación  emitida  
por  la Coordinadora de Administración de Personal de la Superintendencia de Sociedades, que se 
adjunta a la presente solicitud.. (…)” 

 

2. La anterior petición, la fundamenta en los HECHOS que se relacionan a continuación:  
 
Para el pago de las prestaciones económicas y demás, se adoptó el Acuerdo 040 de 13 
de noviembre de 1991 expedido por la Junta Directiva de Corporanónimas, cuyo objeto 
fue el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas y médico-asistenciales y el 
otorgamiento de servicios sociales que consagró a favor de sus afiliados, entre ellos, los 
empleados de la Superintendencia de Sociedades. 
 
En el artículo 58 de dicho Acuerdo se consagra el pago de la Reserva Especial de Ahorro.  
 
Por el Decreto 1695 de 27 de junio de 1997, el Gobierno Nacional en ejercicio de las 
facultades extraordinarias otorgadas por el artículo 30 de la Ley 344 de 1998, suprimió 
Corporanónimas.  
 
En el artículo 12 del Decreto 1695 de 27 de junio 1997 estipuló que el pago de los beneficios 
económicos consagrados en el Acuerdo 040 de 1991 estaría a cargo de las 
Superintendencias, respecto de sus empleados para lo cual en cada v igencia fiscal se 
apropiarán las partidas presupuestales necesarias en cada una de ellas.  
 
En razón a lo anterior, la Superintendencia de Sociedades excluyó el porcentaje 
equivalente a la Reserva Especial de Ahorro al momento de realizar los pagos por 
concepto de prima de actividad, bonificación por recreación, horas extras, viáticos y prima 
por dependientes.  
 
Mediante escritos dirigidos a la Superintendencia de Sociedades, varios funcionarios 
solicitaron que la prima de actividad, la bonificación por recreación, horas extras, viáticos 
y prima por dependientes, entre otros, les fuera liquidados teniendo en cuenta el 
porcentaje correspondiente a la reserva especial de ahorro como factor salarial. 
 
Como respuesta a dichas peticiones, la entidad inicialmente indicó que no accedía al 
objeto de las mismas.  
 
En atención al concepto de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado del 01 de 
junio de 2015, respecto a la v iabilidad de la Superintendencia de Sociedades en proponer 
“fórmulas de arreglo en el marco de los cuales los solicitantes cedan parte de sus 
pretensiones, [capital o intereses] permitiendo de esta manera solucionar esta clase de 
conflictos, evitando su judicialización que podría hacer más onerosa la responsabilidad del 
Estado”, y en atención a los pronunciamientos del Consejo de Estado; el Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de la Superintendencia, optó por buscar medios 
encaminados a normalizar el régimen prestacional de la Entidad, tal como consta en acta 
No.014 del 02 de junio de 2015. 
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A través de derecho de petición, fechado el día 8 de abril de 20221,  la convocante 
Purificación Flórez Cordero, solicita la reliquidación de la Prima de Actividad y Bonificación 
por recreación.  
 
Mediante oficio del 29 de abril de 20222, la entidad reconoce de manera general la 
reliquidación de los siguientes factores: Prima de Actividad y Bonificación por Recreación.  
 
En escrito de 28/04/2022, remitido por correo electrónico, la convocada remite 
certificación de trabajo de la señora Purificación Flórez Cordero, en donde pone además  
En conocimiento de la convocante la liquidación de la conciliación. 
 
 
Ahora bien, en cuanto a la solicitud de conciliación elevada ante el Procurador Judicial 
correspondiente, la convocante acompañó las siguientes PRUEBAS: 
 

• Derecho de petición suscrito por la poderdante, radicado 2022-01-226852 del 8 
de abril de 2022. 

 
• Certificación No.510-001532 del 29 de abril de 2022, donde consta la liquidación 

efectuada por la Superintendencia de Sociedades a favor de mi representada.  
 

• Oficio con números consecutivo 510-108602 del 2 de mayo 2022 de la 
Superintendencia de Sociedades, en respuesta al derecho de petición 

 
I. EL ACUERDO CONCILIATORIO 

 
La audiencia de conciliación se llevó a cabo el 8 de septiembre de 2022 ante la 
Procuraduría 88 Judicial I  para Asuntos Administrativos, en la cual la se establecieron las 
condiciones del acuerdo de la siguiente manera: 
 

“… En reunión celebrada el día 15 de julio de 2022 (acta No. 13-2022) el Comité estudió el 
caso de PURIFICACIÓN FLÓREZ CORDERO (CC 39.752.189) y decidió de manera 
UNÁNIME CONCILIAR las pretensiones del convocante (Reserva Especial del Ahorro), 
por valor de $1.910.683,00. (…)” 

 

La fórmula de conciliación es bajo los siguientes parámetros: 

 

1. Valor: Reconocer la suma de $1.919.683,00 m/cte., como valor resultando de reliquidar los 
factores solicitados, para el período comprendido entre el 9 de abril de 2019 al 8 de abril de 
2022, incluyendo allí el factor denominado reserva especial del ahorro, a la liquidación 
efectuada por la entidad y aceptada por el convocante. 

2. No se reconocerán intereses ni indexación, o cualquier otro gasto que se pretenda por el 
convocante, es decir, sólo se reconoce el capital conforme a la liquidación realizada por la 
entidad.  

3. Se debe tener en cuenta la prescripción trienal de las sumas indicadas, conforme la 
certificación aludida. 

4. Pago: Los valores antes señalados serán cancelados dentro de los 60 días siguientes a aquél 
en el que la Jurisdicción Contenciosa Administrativa apruebe la conciliación, no generando 
intereses tampoco en este lapso. 

                                                 
1 Folios . 13 a 14 del documento “Demanda” 
2 Folios 15 y 16 del documento “. 
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5. Forma de pago: El pago se realizará, mediante la consignación en la cuenta que el 
funcionario tenga reportada en la entidad para el pago de nómina, salvo indicación en 
contrario del solicitante, comunicada a la entidad al momento de elevar la petición de pago, 
o en todo caso, antes de efectuarse el pago respectivo. 
Así mismo, el convocante acepta que no iniciará acciones contra la Superintendencia de 
Sociedades que tengan que ver con el reconocimiento de las sumas relativas a Prima de 
Actividad y Bonificación Recreación, a que se refiere esta conciliación”  

 
Por su parte el convocante mediante abogado, aceptó en su totalidad la fórmula 
conciliatoria presentada por la entidad convocada.  

 
III. CONSIDERACIONES 

 
A efectos de decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial en el asunto de la 
referencia, se analizará el caso bajo dos puntos centrales: 
 
1. LA CONCILIACIÓN EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
 
En materia administrativa, de conformidad con lo establecido en el artículo 70 de la ley 446 
de 19983, son conciliables los conflictos de carácter particular y contenido económico, de 
los cuales conoce la jurisdicción contenciosa administrativa suscitados en las acciones 
consagradas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, hoy medios 
de control consagrados en los artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
De otra parte, en v irtud de lo dispuesto en los artículos 234 y 245 de la Ley 640 de 2001, 
respectivamente, las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso 
administrativo se adelantan ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 
jurisdicción y los conciliadores de los centros de conciliación autorizados. A su vez, las 
actas elevadas por la Procuraduría que contengan el acuerdo conciliatorio no prestan 
mérito ejecutivo de manera independiente, sino que requieren de su aprobación por 
parte del Juez que fuere competente para conocer de la acción judicial 
correspondiente.  
 
En tal sentido, en los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho, no se encuentra 
prohibición legal que impida la celebración de la conciliación y si bien la temática no es 
pacífica en la jurisprudencia, el Consejo de Estado6 ha establecido su procedencia 

                                                 
3 Asuntos susceptibles de conciliación. El artículo 59 de la Ley 23 de 1991, quedará así: 
 
Artículo 59.- Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho 
público, a trav és de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y 
contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las 
acciones prev istas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativ o. 
 
Parágrafo 1°. En los procesos ejecutiv os de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, la conciliación procederá siempre 
que en ellos se hayan propuesto excepciones de mérito. (...)  
 
4 Artículo 23.- Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo solo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público a esta 
jurisdicción. 
 
5 Artículo 24.- Aprobación judicial de las conciliaciones extrajudiciales. Las actas que contengan conciliaciones 
extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes 
al de su celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a 
efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto aprobatorio no será consultable.  
 
6 Ver entre otros los autos de la Sección Primera de 9 de junio de 2004, M.P. RAFAEL OSTAU LAFONT PLANETA y de 20 de 
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respecto de los aspectos económicos de los actos administrativos, siempre que se cumplan 
ciertos presupuestos: i) Que se trate de derechos disponibles por las partes; ii) que no haya 
operado el fenómeno de la caducidad de la acción; iii) que las partes estén debidamente 
representadas y tengan capacidad para conciliar iv) que no resulte lesivo para el 
patrimonio público; v) que se encuentre sustento probatorio y, vi) que para el caso de las 
acciones de nulidad y restablecimiento no se presente alguna de las causales de 
revocatoria previstas en el artículo 93 del C.P.A.C.A. 

 
En consecuencia, se advierte que el asunto de que trata la presente conciliación, se refiere 
a un derecho esencialmente económico, pues corresponde al pago de las diferencias 
causadas al omitir la inclusión de la reserva especial del ahorro como parte de la 
asignación básica para la liquidación de la Prima de Actividad y la Bonificación por 
Recreación, siendo susceptible de conciliarse de acuerdo a la posición adoptada por el 
comité de conciliación de la Superintendencia de Sociedades en sesión del 15 de julio de 
2022.  
 
De otra parte, si bien la convocante renuncia a los intereses que se pudieren generar con 
el reconocimiento de los derechos reclamados, que para este caso sería un derecho 
accesorio, no se advierte que con ello se afecte en sí mismo el derecho principal, dado 
que no hay renuncia sobre la reclamación principal que corresponde a la inclusión de la 
reserva especial del ahorro para la liquidación de la de la Prima de Actividad y la 
Bonificación por Recreación, factores que conforme a la liquidación presentada fueron 
pagados al convocante.  
 
Así mismo, frente a la condición consistente en que el convocante desiste de cualquier 
acción legal contra la Superintendencia de Sociedades, el Despacho no encuentra reparo 
alguno, por cuanto harían tránsito a cosa juzgada solo los puntos objeto de conciliación.  
 
En relación con la debida representación de las partes y la capacidad o facultad para 
conciliar, se tiene que la Superintendencia de Sociedades otorgó poder a la abogada 
Consuelo Vega Merchán, indicando la facultad expresa para conciliar, quien representó 
a la entidad en la audiencia de conciliación. 
 
Luego en tal sentido, no se presenta reparo alguno con la representación de la entidad 
convocante.  
 
Por otro lado, frente a la parte convocante, otorgó poder al abogado Luis Guillermo Alfaro 
Cortés, con la facultan expresa de conciliar. 
 
Así mismo, no existen dudas frente a la capacidad para disponer del derecho en litigio, 
puesto que siendo el convocante una persona natural le es inherente dicha capacidad, 
además que, se reitera, los derechos irrenunciables no fueron afectados con la 
conciliación; y lo mismo ocurre con la apoderada de la entidad convocada quien 
mediante certificación suscrita por la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación hace 
consistir su intención de conciliar. 
 
En lo atinente a que el acuerdo logrado entre las partes no resulte lesivo al patrimonio 
público y que los derechos reconocidos estén debidamente acreditados por los 

                                                 
mayo de 2004, M.P. OLGA INÉS NAVARRETE Y DE 7 DE ABRIL DE 2004, Sección Cuarta, M.P. MARÍA INÉS ORTIZ.  
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documentos que se aportaron a la actuación, el Despacho encuentra necesario exponer 
el siguiente marco normativo para establecer si es posible que la reserva especial del 
ahorro sea reconocida como parte de la asignación básica para la liquidación de la Prima 
de Actividad y la Bonificación por Recreación.  
 
2. DEL MARCO NORMATIVO 
 
2.1. Disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes y que lo 
reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación. 
 
Procede el Despacho a resolver si la parte convocante tiene derecho a que se le liquide 
de la Prima de Actividad y la Bonificación por Recreación teniendo en cuenta el factor 
denominado Reserva Especial de Ahorro. 
 
Por ser la Reserva Especial de Ahorro un beneficio económico que en principio debía ser 
reconocido por la Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades – 
Corporanonimas, es preciso hacer un recuento del nacimiento de esta prestación, para 
efectos de determinar si dicho beneficio laboral es constitutivo de salario.  
 
Justamente, mediante la Resolución No. 97 de 1946 del entonces Ministerio de Gobierno le 
reconoció la personería jurídica a la Corporación de Empleados de la Superintendencia 
de Sociedades. 
 
La corporación se denominó Corporanonimas, la cual fue reestructurada mediante el 
Decreto con fuerza de Ley 2156 de 1992, que determinó que “es un establecimiento 

público, del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y 

patrimonio independiente, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico"  (art. 1º), 
estableció su objeto en el artículo 2º en los siguientes términos:  

 
"La Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades, CORPORANONIMAS, como entidad 
de previsión social, tendrá a su cargo el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, 
económicas y médico asistenciales consagradas en las normas vigentes para los empleados públicos 
de las Superintendencias de Industria y Comercio, de Sociedades, de Valores, de la misma 
Corporación, en la forma que dispongan sus estatutos y reglamentos internos, de acuerdo con las 
normas legales y reglamentarias".  

 

En desarrollo de este objeto, el artículo 3º del mismo Decreto enumeró las funciones de la 
corporación, dentro de las cuales se hallaban: 

 
1. Organizar, dirigir y administrar el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, 
económicas y médico asistenciales de los empleados públicos de las Superintendencias de 
Industria y Comercio, de Sociedades, de Valores y de la misma Corporación.  
 
2. Atender las prestaciones a que se obligue en favor de sus afiliados, beneficiarios, 
pensionados y adscritos especiales. 

 

Al respecto, es preciso señalar que el artículo 58 del Acuerdo 040 de 13 de noviembre de 
1991, expedido por la Junta Directiva de Corporanónimas consagró la denominada 
Reserva Especial de Ahorro, así:  

 
“CONTRIBUCIÓN AL FONDO DE EMPLEADOS RESERVA ESPECIAL DE AHORRO: 
Corporanónimas contribuirá con sus aportes al Fondo de Empleados de la Superintendencia y 
Corporanónimas, entidad con Personería Jurídica reconocida por la Superintendencia Nacional de 
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Cooperativas. Para tal fin pagará mensualmente a sus afiliados forzosos una suma equivalente al 
sesenta y cinco por ciento (65%) del sueldo básico, la prima de antigüedad, prima técnica, y gastos 
de representación; de este porcentaje entregará a Corporanónimas directamente al Fondo el quince 
por ciento (15%), previa deducción de la cotización que sea del caso por concepto de la afiliación de 
los beneficiarios. Los afiliados forzosos contribuirán mensualmente al Fondo con el cinco por ciento 
(5%) de las asignaciones básicas mensuales fijadas por la ley…”  

 
Lo anterior significa que los empleados de la Superintendencia de Sociedades, 
mensualmente, devengaban la asignación básica que cancelaba la Superintendencia en 
forma directa y un 65% de ésta, pagado en principio por Corporanónimas. 
 
Corporanónimas fue suprimida en virtud del Decreto 1695 de 1997, el cual en el artículo 12 
dispuso que en lo que hace referencia al pago de los beneficios económicos a sus 
empleados sería asumido por las Superintendencias de Sociedades, de Industria y 
Comercio, y de Valores, para lo cual en cada v igencia fiscal se apropiarían las partidas 
presupuestales necesarias para cada una de ellas. 
 
En este sentido, el Consejo de Estado al pronunciarse sobre la naturaleza de este beneficio 
laboral para los servidores de la Superintendencia de Sociedades ha admitido que dicha 
reserva especial de ahorro, constituye salario, dado su carácter esencialmente retributivo 
por la prestación de servicios personales. Así lo dijo la alta Corporación:  
 

“Pues bien, es claro para la Sala que todo lo que esté dirigido a remunerar de manera directa 
el servicio prestado por el empleado o trabajador, tiene el carácter de salario, así se le dé 
otra denominación o se pretenda modificarle su naturaleza.  
 

En el caso de autos es evidente que los empleados de la Superintendencia de Sociedades 
perciben su salario mensual a través de dos fuentes: la Superintendencia misma y su 
Corporación Social, Corporanónimas. En efecto, cada mes la entidad les cancela su 
asignación básica y la corporación un 65% de esa suma, adicionalmente; esto es, que en 
realidad la asignación mensual, fuera de otros factores que puedan concurrir en ella, es el 
total de lo reconocido por los dos organismos.  
 

Así las cosas, la aparente antinomia del decreto 2152 de 1992 al utilizar la expresión salario 
promedio del último año y luego determinar unos factores salariales dentro de los cuales no 
aparece ese rubro, no puede alterar la verdad de que la asignación básica mensual del 
empelado cubre los dos pagos ya relacionados. Por tanto, es incuestionable que el 65% del 
salario básico mensual reconocido por Corporanónimas debió incluirse para los fines del 
reconocimiento de las indemnizaciones o bonificaciones.  
 

La corporación ha basado su defensa en la premisa de que ese porcentaje es una prestación 
y no concretamente salario; empero, es ostensible que no se trata de un complemento para el 
empleado o su familia, sino de una retribución directa de sus servicios. Por consiguiente, 
salario.” 

 
También la Corte Constitucional en sentencia C-521/95 precisó: 
 

“La regla general es que constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable 
sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación o 
retribución directa y onerosa del servicio, y que ingresan real y efectivamente a su patrimonio, 
es decir, no a título gratuito o por mera liberalidad del empleador, ni lo que recibe en dinero, 
en especie no para su beneficio ni para enriquecer su patrimonio, sino para desempeñar a 
cabalidad sus funciones, ni las prestaciones sociales, ni los pagos o suministros en especie, 
conforme lo acuerden las partes, ni los pagos que según su naturaleza y por disposición legal 
no tiene carácter salarial, o lo tienen en alguna medida para sus efectos, ni los beneficios o 
auxilios habituales u ocasionales, acordados convencional o contractualmente y otorgados 
en forma extralegal por el empleados, cuando por disposición expresa de las partes no tienen 
el carácter salarial, con efectos en la liquidación de prestaciones sociales” 
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De manera que, es ineludible concluir que, la reserva especial de ahorro constituye salario 
y no una prestación social a título de complemento para satisfacer las necesidades del 
empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación básica que devengaban los 
empleados de la Superintendencia de Sociedades producto de una relación subordinada 
de trabajo, que se paga mensualmente, esto es, de manera periódica, porque para su 
causación no existen requisitos diferentes al de ser empleado de la citada 
Superintendencia, por lo que debe entenderse que con su pago se está efectuando una 
retribución directa del servicio. 
 
Entonces, diáfanamente y sin rodeos la reserva especial de ahorro debe ser considerada 
como parte de la asignación básica de los empleados de la Superintendencia de 
Sociedades, pues no es posible asignarle otra naturaleza, insistiendo en que aquella tiene 
su fuente inmediata en el servicio personal prestado por el trabajador.  
 
Significa lo anterior que no obstante el 65% del salario se haya denominado reserva 
especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma tenga causa 
distinta a la del servicio que prestan los funcionarios, para el Despacho dicha prestación 
indudablemente hace parte de la asignación básica y debe incluirse para los fines del 
reconocimiento de la bonificaciones, primas y viáticos.  
 
No de otra manera debe entenderse dicho pago, pues de no ser así, significaría que se 
estaría desembolsando un dinero a título de mera liberalidad y ello no puede efectuarse 
con fondos del tesoro público. 
 
3. CASO CONCRETO 
 
Así las cosas, como quiera que de lo aportado al expediente se tiene que la convocante 
Purificación Flórez Cordero es servidora pública de la Superintendencia Sociedades, con 
una v inculación legal y reglamentaria desde el 2 de diciembre de 1994 y actualmente 
desempeña el cargo de secretario ejecutivo 421018. 
 
El 8 de abril de 2022, solicitó a la entidad pública el reconocimiento y pago de la Reserva 
Especial de Ahorro en la liquidación de la Asignación Básica para la posterior liquidación 
de la Prima de Actividad, la Bonificación por Recreación y Horas Extras. No obstante, la 
entidad en la respuesta otorgada señala que únicamente es procedente el 
reconocimiento y pago de las diferencias señaladas respecto de la prima de activ idad y 
la bonificación por recreación.  
 
La liquidación que soportó los valores dejados de pagar se encuentra a folio 16 del 
archivo denominado conciliación, del expediente digital, en donde se exponen los 
correspondientes a la Asignación básica y la Reserva de Ahorro, así como el valor 
adeudado al convocante en el periodo comprendido entre el 9 de abril de 2019 al 8 de 
abril de 2022. 
 

Mediante certificación expedida por la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación 
de la Superintendencia de Sociedades, se señalaron los valores totales objeto de 

conciliación y respecto de los cuales ha de efectuarse el reajuste, conforme la solicitud 

presentada por el convocante, así: “(…) Valor: Reconocer la suma de $1.919.683,00 m/cte., como valor 

resultando de reliquidar los factores solicitados, para el período comprendido entre el 9 de abril de 2019 al 8 de abril de 



Exp. 11001333502820220033600 
Convocante: Superintendencia de Sociedades 

Convocada: Purificación Flórez Cordero 

16 
 

2022, incluyendo allí el factor denominado reserva especial del ahorro, a la liquidación efectuada por la entidad y 

aceptada por el convocante..(…)” 

 
• Descuentos con destino al sistema general de seguridad social en salud y pensiones 
 
Finalmente, como quiera que la reserva especial del ahorro constituye un factor salarial 
e incide en la liquidación de la prima de activ idad, bonificación por recreación y 
v iáticos, deberán efectuarse los correspondientes descuentos ordenados por Sistema 
Integrado de Seguridad Social, que para el caso de las pensiones, el artículo 17 de la Ley 
100 de 1993, modificado por el artículo 4º de la Ley 797 de 2003, establece:  

 

“ARTICULO.  17.- Obligatoriedad de las cotizaciones. Durante la vigencia de la relación 
laboral deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema general 
de pensiones por parte de los afiliados y empleadores, con base en el salario que aquéllos 
devenguen. 
 
Salvo lo dispuesto en el artículo 64 de esta ley, la obligación de cotizar cesa  al momento 
en que el afiliado reúna los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando 
el afiliado se pensione por invalidez o anticipadamente. 
 
Lo anterior será sin perjuicio de los aportes voluntarios que decida continuar efectuando 
el afiliado o el empleador en el caso del régimen de ahorro individual con solidaridad.” 
(Negrilla y subrayado fuera de texto)  

 
Para los descuentos en salud, el artículo 160 de la Ley 100 de 1993, dispuso la 
obligatoriedad de realizar los aportes en el siguiente sentido: 
 

“ARTICULO. 160.-Deberes de los afiliados y beneficiarios. Son deberes de los afiliados y 
beneficiarios del sistema general de seguridad social en salud los siguientes: 1. (…).  
 
3.   Facilitar el pago, y pagar cuando le corresponda, las cotizaciones y pagos obligatorios 
a que haya lugar.” 

 
Por lo expuesto en precedencia, se concluye que es de obligatorio cumplimiento realizar 
los descuentos con destino al sistema general de seguridad social en salud y pensiones, 
sobre los salarios devengados, entendidos éstos como todo pago dirigido a remunerar 
de manera directa los serv icios prestado por el trabajador, aun cuando le haya sido 
dada otra denominación o se pretenda hacer variar su naturaleza, como es el caso de 
la reserva especial del ahorro, tal como fuera reseñado anteriormente. 
 
Del acuerdo conciliatorio puesto a consideración, se verifica que no encuentra 
afectado por nulidad, sin embargo, se colige que con la liquidación a la parte 
convocante le fue reajustada la diferencia de la reserva especial de ahorro en su 
asignación, cuyo incremento tiene incidencia directa en la prima de activ idad y la  
bonificación por recreación, sin que se hubieren efectuado los descuentos  por 
concepto de seguridad social, ordenandos en los artículos 17 modificado por el artículo 
4º de la Ley 797 de 2003 y 160 de la Ley 100 de 1993, razón por la cual, la parte 
convocada al momento de liquidar las diferencias resultantes, desconoció el principio 
de legalidad de las actuaciones administrativas y reconoció unos valores adicionales, 
infringiendo entonces normas constitucionales y legales, generando una situación lesiva 
para el Sistema General de Seguridad Social en Salud y Pensión, debiéndose improbar 
la conciliación. 
  
Bajo las anteriores consideraciones, el Juzgado,  
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RESUELVE 
 
PRIMERO:  IMPROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado el día 23 de septiembre de 

2021 entre la Superintendencia de Sociedades y Purificación Flórez 
Cordero, durante la audiencia de conciliación adelantada ante la 
Procuraduría 88 Judicial I  Para Asuntos Administrativos, en los términos 
descritos en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO:  EJECUTORIADA la presente providencia, por Secretaría archívense las 

diligencias. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

 
 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se env ió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 
 
 
 

LIZETTE CAÑÓN CARDOZO 
SECRETARIA 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 
partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 

2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 
 
 
 

LIZETTE CAÑÓN CARDOZO 
SECRETARIA 
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Expediente No. 11001-33-35-28-2022-00347-00 
Accionante: Irma Irene Cuello González 1 
Accionado: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

   

 

La demandante Irma Irene Cuello González, interpuso demanda ordinaria laboral, 

esgrimiendo, entre otras, las siguientes pretensiones: 

 
“(…) PRIMERA: Que se declare la existencia de la relación de trabajo entre laSra. IRMA 
IRENE CUELLO GONZALEZ y el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR, en calidad de empleada pública regida por una relación legal y reglamentaria 
durante el lapso de tiempo comprendido entre el 28 de Septiembre de 2000, hasta el 31 de 
Diciembre de 2020. 
 
SEGUNDA: Se declare que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, 
incurrió en maniobras con el objetivo de disfrazar la relación laboral existente entre esta y 
mi mandante Sra. IRMA IRENE CUELLO GONZALEZ.  
 
TERCERA: Se declare al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, 
responsable del pago de los salarios y prestaciones pretendidos en esta demanda. (…)” 

 

La demanda ordinaria laboral interpuesta por la accionante fue conocida por el Juzgado 

29 Laboral del Circuito Judicial de Bogotá, que mediante el auto proferido el 26 de julio de 

2022, declaró la falta de jurisdicción para conocer de la demanda, y, en consecuencia, 

ordenó la remisión del expediente a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de 

Bogotá- Reparto.  

 

En razón a lo anterior, el proceso fue remitido por competencia a los Juzgados 

Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá (R), asignada por reparto a este despacho 

mediante acta individual Nº 11001-33-35-028-2022-00347-00. 

 

Mediante el auto proferido el 6 de octubre de 2022, se requirió como actuación previa a 

cualquier pronunciamiento respecto de la admisión de la demanda, el certificado del 

último lugar donde la demandante prestó sus servicios. 

 

Por medio de correo electrónico del 2 de noviembre de 2022, el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar, dio respuesta al requerimiento del Despacho, señalando que los servicios 

profesionales prestados por la demandante fueron en la ciudad de Bogotá.  

 

Así las cosas, teniendo en cuenta que la demanda se presentó inicialmente ante la 

Jurisdicción Ordinaria Laboral, se hace necesario adecuarla al Medio de control propio de 

                                            
1 info@juridicaospinas.com.co.   

mailto:info@juridicaospinas.com.co
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Nulidad y Restablecimiento del derecho previsto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, 

previo a calificarla. 

 

Si bien la exposición de la controversia no es técnica en su formulación, dándole la 

interpretación del caso, de acuerdo a los planteamientos que allí se señalan, y siendo esta 

Jurisdicción la competente para conocer del presente asunto, la parte demandante debe 

adecuar las pretensiones de la demanda, de acuerdo al Medio de Control 

correspondiente. 

 

Debe indicarse que los diferentes Medios de Control que se tramitan ante esta jurisdicción 

tienen su propio objeto y sus propias pretensiones, las cuales deben formularse 

técnicamente de acuerdo al que se pretenda ejercitar. 

 

Finalmente, la parte actora deberá adecuar la demanda, de acuerdo con el Medio de 

Control que formule, sin obviar los requisitos señalados en los artículos 161, 162, 163, 164, 165 

y 166 de la Ley 1437 de 2011, atendiendo igualmente, las modificaciones introducidas por 

la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 en armonía con lo previsto en el Decreto 806 de 2020 

adoptado como legislación permanente mediante la Ley 2213 de 2022. 

 

En consecuencia, el Despacho,  

 

RESUELVE 
 

PRIMERO: ORDENAR a la actora que ADECUE EL ESCRITO DE DEMANDA, en el sentido 

señalado en el presente proveído, en el término de diez (10) días contados a partir de la 

notificación en estado, so pena de darle aplicación al artículo 170 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEGUNDO: Cumplido el término anterior, regrese el expediente al Despacho para lo 

pertinente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes 
la providencia anterior hoy 18 de noviembre   de 2022, a las 

ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 18 de noviembre de 2022, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 

electrónica. 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 
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Bogotá D.C., diecisiete  (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00389-00 

Accionante: 
Agencia Distrital para la Educación Superior, la Ciencia 
y la Tecnología “Atenea”1 

Accionado: Julio Enrique Sanabria Vergara  

 

 

La Agencia Distrital para la Educación Superior, la Ciencia y la Tecnología “Atenea”, 

actuando por conducto de apoderada, presentó demanda en ejercicio del medio de 

control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Lesiv idad, para lo cual formuló las 

siguientes pretensiones: 
 

“PRETENSIONES 
 
1. Se declare la nulidad del acto administrativo constituido por la Resolución No. 012 

del 12 de noviembre de 2021 de la Agencia Distrital para la Educación Superior, la 
Ciencia y la Tecnología “Atenea”, “por la cual se efectúa un nombramiento ordinario 
en un cargo de libre nombramiento y remoción de la planta de personal de la Agencia 
Distrital para la Educación Superior, la Ciencia y la Tecnología -Atenea”; y el acta 
de posesión No. 010 del 12 de noviembre de 2021, por medio de la cual el Dr. JULIO 
ENRIQUE  SANABRIA  VERGARA se  posesionó  como  Jefe  de  Control  Interno 
Disciplinario  de  la  Agencia  Distrital  para  la  Educación  Superior,  la  Ciencia  y  
la Tecnología “Atenea”. 
 

2.  En  consecuencia,  se  ordene  disponer  la desvinculación  definitiva  del Dr. JULIO 
ENRIQUE SANABRIA VERGARA como Jefe de Control Interno Disciplinario de la 
Agencia Distrital para la Educación Superior, la Ciencia y la Tecnología “Atenea”.  

 
3. Se ordene la condena en costas y agenciasen derecho a cargo del accionado. (…)”  

 
CONSIDERACIONES 

 

El Decreto 2288 de 19892, estableció la competencia de las diferentes secciones que 

integran la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, según los procedimientos y 

actuaciones a conocer, así: 

 

“ARTICULO 18. ATRIBUCIONES DE LAS SECCIONES. Las Secciones tendrán las 
siguientes funciones:  
 
SECCIÓN PRIMERA: Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos y 
actuaciones:  
 
  1. De nulidad y restablecimiento del derecho que no correspondan a las demás Secciones.  

                                                                 
1 notificacionesjudiciales@agenciaatenea.gov.co nrubi1974@hotmail.com nrubi@agenciaatenea.gov.co  
2 Por el cual se dictan disposiciones relacionadas con la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  

 

mailto:notificacionesjudiciales@agenciaatenea.gov.co
mailto:nrubi1974@hotmail.com
mailto:nrubi@agenciaatenea.gov.co
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  2. Los electorales de competencia del Tribunal.  
 
3. Los promovidos por el Gobernador de Cundinamarca, los Alcaldes del mismo 
Departamento o el del Distrito Especial de Bogotá, en los casos contemplados en los 
artículos 249 del Decreto-ley 1222 de 1986 y 101 del Decreto-ley 1333 de 1986.  
   
4. Las observaciones formuladas a los Acuerdos Municipales o Distritales y a los actos de 
los Alcaldes, por motivos de inconstitucionalidad o ilegalidad.  
   
5. Las objeciones a los proyectos de Ordenanza o de Acuerdo, en los casos previstos en la 
ley.  
   
6. Los conflictos de competencia administrativa asignados al Tribunal.  
   
7. La revisión de contratos, de conformidad con la ley.  
   
8. Los recursos de insistencia en los casos contemplados en la Ley 57 de 1985.  
 
  9. De los demás asuntos de competencia del Tribunal, cuyo conocimiento no esté 
atribuido a las otras Secciones. 
 
SECCION SEGUNDA. Le corresponde el conocimiento de los procesos de nulidad y de 
restablecimiento del derecho de carácter laboral, de competencia del Tribunal.  (…)” 
(Negrilla fuera de texto) 
 

A su turno, el Acuerdo No. PSAA06-3345 de 20063, expedido por la Sala Administrativa  

del Consejo Superior de la Judicatura, estableció que los Juzgados Administrativos del 

Circuito Judicial de Bogotá, también estarían distribuidos por secciones, de la siguiente 

manera: 

 

“ARTÍCULO SEGUNDO.- Los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial 
Administrativo de Bogotá, conforme a la estructura del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, se distribuyen de la siguiente forma: 
 
Para los asuntos de la Sección 1ª : 6 Juzgados, del 1 al 6 
Para los asuntos de la Sección 2ª : 24 Juzgados, del 7 al 30 
Para los asuntos de la Sección 3ª : 8 Juzgados, del 31 al 38  
Para los asuntos de la Sección 4ª : 6 Juzgados, del 39 al 44” 

 

En este sentido, como los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, 

conservan la misma estructura por secciones del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, les corresponde el conocimiento de los mismos asuntos dispuestos para 

cada sección conforme al Decreto 2288 de 1989. 

 

En el presente caso, se advierte que, el acto administrativo acusado está constituido por 

la Resolución 012 del 12 de noviembre de 2021 en la que se nombró al señor Julio Enrique 

Sanabria Vergara como Jefe de Control Interno Disciplinario de la entidad y el acta de 

posesión en el cargo. 

 

Al respecto se observa que en virtud de lo dispuesto en el artículo 139 del C.P.A.C.A , son 

de carácter electoral los actos de nombramiento que expidan las entidades y 

autoridades públicos de todo orden, y son susceptibles del medio de control de nulidad 

electoral. 

 

                                                                 
3 Por el cual se implementan los Juzgados Administrativos 
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Ahora bien, el Consejo de Estado ha determinado que, si bien los actos de 

nombramiento son expresión propia de la función administrativa, atendiendo a que el 

legislador de manera expresa los enlistó como actos electorales, estos son susceptibles 

de control mediante la nulidad electoral, no obstante, atendiendo su doble naturaleza 

el órgano vértice de la jurisdicción ha indicado que estos pueden controlarse mediante 

dos v ías distintas, de la siguiente manera: 

 

“(…) Así las cosas, será procedente la nulidad electoral “cuando la pretensión es discutir 
la legalidad del acto declaratorio de elección o acto electoral propiamente dicho y, la 
nulidad y restablecimiento del derecho, cuando el propósito pretensional sea la obtención 
de un restablecimiento, expreso si se solicita por postulación de parte, o tácito, implícito 
o automático, cuando del planteamiento de la causa petendi así se advierta. (…)”4. 

 

Lo anterior, igualmente quedó plasmado en la Ley 2080 de 2021, V.gr. en el artículo 155 

dónde se asignó la competencia a los jueces administrativos en primera instancia para 

que conocieran de los asuntos relativos a la nulidad de los actos de nombramiento sin 

pretensión de restablecimiento del derecho, cuya competencia no estuv iera asignada 

al Consejo de Estado.  

 

De esta manera, se observa  que en el presente caso, no existe una pretensión de 

restablecimiento del derecho, comoquiera que la demanda se circunscribe únicamente 

a atacar la legalidad del acto administrativo de nombramiento del señor Julio Enrique 

Sanabria Vergara como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la entidad, sin que de su 

contenido se logre advertir ni expresa ni tácitamente restablecimiento alguno. 

 

En v irtud de lo anterior, se observa que en el caso sub examine no se debate la legalidad 

de un acto administrativo de carácter laboral, pues de su contenido, se extrae que el 

mismo tiene como objeto debatir la legalidad de un acto administrativo de 

nombramiento, asunto que según el artículo 18 del Decreto 2288 de 1989, es de 

conocimiento de la Sección Primera y no de la Segunda.  

 
Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse las 

presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   
 

RESUELVE 
 
Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor objetivo, para 

conocer en primera instancia del medio de control de nulidad y restablecimiento- 

lesiv idad del derecho promovido por Agencia Distrital para la Educación Superior, la 
Ciencia y la Tecnología “Atenea” contra el acto de nombramiento del señor Julio 

Enrique Sanabria Vergara. 
 
Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, a los 

Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá – Sección Primera (Reparto), 

conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.  

 

                                                                 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, C.P., Dr. Alberto Yepes Barreiro, radicación: 

25000-23-41-000-2018-00165-01, sentencia del 30 de agosto de 2018.  



Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00389-00 
Demandante: Agencia Distrital para la Educación Superior, la Ciencia y la Tecnología “Atenea”  

Demandado: Julio Enrique Sanabria Vergara 

 

4 

 

Tercero. Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a esta 

prov idencia y háganse las anotaciones del caso. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO  

JUEZ 
 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 
partes la prov idencia anterior hoy 18 de noviembre   de 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 
 
 
 

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 
 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 
Código de Procedimiento Administrativ o y de lo 
Contencioso Administrativ o, hoy 18 de noviembre de 
2022, se env ió mensaje de datos al apoderado que 
suministró su dirección electrónica. 
 

 

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 
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Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00402-00 

Accionante: Carmen Paola Rojas Useche 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Bogotá 

D.C. – Secretaría de Educación Distrital 
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

 

 

Carmen Paola Rojas Useche, actuando por conducto de apoderada, presentó 
demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho, en contra de la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Bogotá D.C. – Secretaría de 
Educación Distrital. 
 
Por reunir los requisitos legales, se ADMITE el medio de control propuesto. En 
consecuencia, de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, para efectos de adelantar el 
trámite procesal, dispone: 
 
1.- Notificar personalmente la admisión de la demanda a los Representantes Legales 
de la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital y/o sus 
delegados, atendiendo lo señalado en los artículos 197 y 198 del Código de 
Procedimiento Administrativo y el artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, 
que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y en 
concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 2022. 
 
2.- Con el fin de integrar en debida forma el contradictor io, el Despacho ordena 
v incular el extremo pasivo a la Fiduciaria La Previsora S.A  (En calidad  de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio). 
 
2.1. Notificar personalmente la admisión de la demanda al Representante legal de 
la  Fiduciaria La Previsora S.A y/o su delegado, atendiendo lo señalado en los 
artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo y el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 
Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 
2022. 
 
3. Notificar personalmente al Procurador Judicial delegado ante el Despacho y al 
Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, atendiendo lo 
señalado en los artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo, y el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del 
Código de Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en la 
Ley 2213 de 2022. 



Nulidad y restablecimiento del derecho 
No. 110013335028202200402 00 

Demandante: Carmen Paola Rojas Useche 
Demandado: Nación-Ministerio de Educación Nacional- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio,  Fiduprevisora S.A. y Secretaría Distrital de Educación de 
Bogotá 

 

 
4.-. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 
25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase traslado a 
los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado, por el término de treinta (30) días para los efectos del artículo 172 del 
C.P.A.C.A.  
 
5.- Por Secretaría, notifíquese a la demandada, remitiendo mediante mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales 
copia del auto admisorio de la demanda, la demanda y sus anexos atendiendo lo 
previsto en el inciso 2° del numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el 
artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y en concordancia con lo previsto 
en la Ley 2213 de 2022. 
 
6.- Por Secretaría, notifíquese al Ministerio público y a la Agencia Nacional para la 
Defensa Jurídica del Estado, de forma personal, mediante el envío de mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales, 
teniendo especial cuidado de aportar copia de la presente decisión, de la 
demanda y sus anexos, de conformidad con lo prev isto en los incisos 3 y 5 del 
artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del 
C.P.A.C.A y en concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 2022. 
 
7.- De conformidad con el parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A., la Secretaria 
de Educación de Bogotá D.C., deberá allegar durante el término para dar respuesta 
a la demanda: 
 
a) Copia del expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, respecto de la 
parte demandante Carmen Paola Rojas Useche, identificada con cédula de 
ciudadanía  No. 52.433.301. La omisión de lo anterior constituye falta disciplinaria 
gravísima.  
 
8.- Se reconoce personería jurídica a la Dra. Samara Alejandra Zambrano Villada , 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.020.757.608 y portadora de la 
tarjeta profesional No. 289.231 del Consejo Superior de la Judicatura, como 
apoderada de la parte demandante, en los términos y para los efectos del poder 
aportado. Se destaca, que siguiendo las directrices del Consejo Super ior de la 
Judicatura1, se trata de una profesional del derecho que no presenta sanciones 
disciplinarias vigentes2. 

 

9.- Los memoriales deberán radicarse UNICAMENTE en la siguiente dirección 
electrónica: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, so pena de no ser tenidos 
en cuenta3. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

                                                 
1 Consejo Superior de la Judicatura-Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019. 
2 Certificado Digital No. 1828181 del  16 de noviembre de 2022.  
3 De conformidad con el auto del 7 de febrero de 2022, proferido por el Consejo de Estado dentro del p roceso No. 
11001031500020210406500 (5922), Consejero Ponente: William Hernández Gómez. 
Correos electrónicos: notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
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Nulidad y restablecimiento del derecho 
No. 110013335028202200402 00 

Demandante: Carmen Paola Rojas Useche 
Demandado: Nación-Ministerio de Educación Nacional- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio,  Fiduprevisora S.A. y Secretaría Distrital de Educación de 
Bogotá 

 
 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
 
 
 

LISETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se env ió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
  

 
LISETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 
 

 

Firmado Por:

Monica Lorena Sanchez Romero

Juez

Juzgado Administrativo
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00403-00 
Accionante: Vladimir Ricardo Poveda Rangel 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Bogotá 
D.C. – Secretaría de Educación Distrital 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
 

 

Vladimir Ricardo Poveda Rangel, actuando por conducto de apoderada, presentó 
demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, en contra de la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Bogotá D.C. – Secretaría de 
Educación Distrital. 
 
Por reunir los requisitos legales, se ADMITE el medio de control propuesto. En 

consecuencia, de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, para efectos de adelantar el 
trámite procesal, dispone: 
 
1.- Notificar personalmente la admisión de la demanda a los Representantes Legales 

de la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital y/o sus 
delegados, atendiendo lo señalado en los artículos 197 y 198 del Código de 
Procedimiento Administrativo y el artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, 
que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y en 

concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 2022. 
 
2.- Con el fin de integrar en debida forma el contradictorio, el Despacho ordena 
vincular el extremo pasivo a la Fiduciaria La Previsora S.A  (En calidad  de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio). 
 
2.1. Notificar personalmente la admisión de la demanda al Representante legal de 
la  Fiduciaria La Previsora S.A y/o su delegado, atendiendo lo señalado en los 
artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo y el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 
Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 
2022. 
 
3. Notificar personalmente al Procurador Judicial delegado ante el Despacho y al 
Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, atendiendo lo 
señalado en los artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo, y el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del 
Código de Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en la 
Ley 2213 de 2022. 



Nulidad y restablecimiento del derecho 

No. 110013335028202200403 00 

Demandante: Vladimir Ricardo Poveda Rangel 

Demandado: Nación-Ministerio de Educación Nacional- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio,  Fiduprevisora S.A. y Secretaría Distrital de Educación de 

Bogotá 

 

 
4.-. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 
25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase traslado a 
los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado, por el término de treinta (30) días para los efectos del artículo 172 del 

C.P.A.C.A.  
 
5.- Por Secretaría, notifíquese a la demandada, remitiendo mediante mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales 
copia del auto admisorio de la demanda, la demanda y sus anexos atendiendo lo 

previsto en el inciso 2° del numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el 
artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y en concordancia con lo previsto 
en la Ley 2213 de 2022. 
 
6.- Por Secretaría, notifíquese al Ministerio público y a la Agencia Nacional para la 

Defensa Jurídica del Estado, de forma personal, mediante el envío de mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales, 
teniendo especial cuidado de aportar copia de la presente decisión, de la 
demanda y sus anexos, de conformidad con lo previsto en los incisos 3 y 5 del 
artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del 
C.P.A.C.A y en concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 2022. 
 
7.- De conformidad con el parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A., la Secretaria 
de Educación de Bogotá D.C., deberá allegar durante el término para dar respuesta 
a la demanda: 
 

a) Copia del expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, respecto de la 
parte demandante Vladimir Ricardo Poveda Rangel, identificado con cédula de 
ciudadanía  No. 79.876.391. La omisión de lo anterior constituye falta disciplinaria 
gravísima.  

 
8.- Se reconoce personería jurídica a la Dra. Samara Alejandra Zambrano Villada, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.020.757.608 y portadora de la 
tarjeta profesional No. 289.231 del Consejo Superior de la Judicatura, como 
apoderada de la parte demandante, en los términos y para los efectos del poder 

aportado. Se destaca, que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la 
Judicatura1, se trata de una profesional del derecho que no presenta sanciones 
disciplinarias vigentes2. 

 

9.- Los memoriales deberán radicarse UNICAMENTE en la siguiente dirección 

electrónica: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, so pena de no ser tenidos 
en cuenta3. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

                                         

1 Consejo Superior de la Judicatura-Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019. 
2 Certificado Digital No. 1828181 del  16 de noviembre de 2022.  
3 De conformidad con el auto del 7 de febrero de 2022, proferido por el Consejo de Estado dentro del proceso No. 

11001031500020210406500 (5922), Consejero Ponente: William Hernández Gómez. 

Correos electrónicos: notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
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Nulidad y restablecimiento del derecho 

No. 110013335028202200403 00 

Demandante: Vladimir Ricardo Poveda Rangel 

Demandado: Nación-Ministerio de Educación Nacional- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio,  Fiduprevisora S.A. y Secretaría Distrital de Educación de 

Bogotá 

 
 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

 

 

 

LISETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
  

 
LISETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 
 

 

Firmado Por:

Monica Lorena Sanchez Romero

Juez

Juzgado Administrativo
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00408-00 
Accionante: Clemencia Rodríguez Suarez 
Accionado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Bogotá 
D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
 

 

Clemencia Rodríguez Suarez, actuando por conducto de apoderado, presentó 
demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, en contra de la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Bogotá D.C. – Secretaría de 
Educación Distrital y Fiduprevisora S.A.. 
 
Por reunir los requisitos legales, se ADMITE el medio de control propuesto. En 

consecuencia, de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, para efectos de adelantar el 
trámite procesal, dispone: 
 
1.- Notificar personalmente la admisión de la demanda a los Representantes Legales 

de la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital y 
Fiduprevisora S.A., atendiendo lo señalado en los artículos 197 y 198 del Código de 
Procedimiento Administrativo y el artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, 
que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y en 

concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 2022. 
 
2. Notificar personalmente al Procurador Judicial delegado ante el Despacho y al 
Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, atendiendo lo 
señalado en los artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo, y el 

artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del 
Código de Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en la 
Ley 2213 de 2022. 
 
3.-. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 

25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase traslado a 
los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado, por el término de treinta (30) días para los efectos del artículo 172 del 
C.P.A.C.A.  
 
4.- Por Secretaría, notifíquese a la demandada, remitiendo mediante mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales 
copia del auto admisorio de la demanda, la demanda y sus anexos atendiendo lo 
previsto en el inciso 2° del numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el 



Nulidad y restablecimiento del derecho 

No. 110013335028202200408 00 

Demandante: Clemencia Rodríguez Suarez 

Demandado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 

 

artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y en concordancia con lo previsto 
en la Ley 2213 de 2022. 
 
5.- Por Secretaría, notifíquese al Ministerio público y a la Agencia Nacional para la 
Defensa Jurídica del Estado, de forma personal, mediante el envío de mensaje de 

datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales, 
teniendo especial cuidado de aportar copia de la presente decisión, de la 
demanda y sus anexos, de conformidad con lo previsto en los incisos 3 y 5 del 
artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del 
C.P.A.C.A y en concordancia con lo previsto en la Ley 2213 de 2022. 
 
6.- De conformidad con el parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A., la Secretaria 
de Educación de Bogotá D.C., deberá allegar durante el término para dar respuesta 
a la demanda: 
 

a) Copia del expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, respecto de la 
parte demandante Clemencia Rodríguez Suarez, identificada con cédula de 
ciudadanía  No. 41.751.618. La omisión de lo anterior constituye falta disciplinaria 
gravísima. 

 
7.- Se reconoce personería jurídica al Dr. Miguel Arcángel Sánchez Cristancho, 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.911.204 y portador de la tarjeta 
profesional No. 205.059 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de 
la parte demandante, en los términos y para los efectos del poder aportado. Se 

destaca, que siguiendo las directrices del Consejo Superior de la Judicatura1, se 
trata de un profesional del derecho que no presenta sanciones disciplinarias 
vigentes2. 

 

8.- Los memoriales deberán radicarse UNICAMENTE en la siguiente dirección 

electrónica: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, so pena de no ser tenidos 
en cuenta3. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 
 

                                         

1 Consejo Superior de la Judicatura-Circular PCSJC19-18 del 9 de julio de 2019. 
2 Certificado Digital No. 1828653 del  16 de noviembre de 2022.  
3 De conformidad con el auto del 7 de febrero de 2022, proferido por el Consejo de Estado dentro del proceso No. 

11001031500020210406500 (5922), Consejero Ponente: William Hernández Gómez. 

Correos electrónicos: miguel.abcolpen@gmail.com  
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Nulidad y restablecimiento del derecho 

No. 110013335028202200408 00 

Demandante: Clemencia Rodríguez Suarez 

Demandado: Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Bogotá D.C. – Secretaría de Educación Distrital y Fiduprevisora S.A. 

 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
 

 

 

LISETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
  

 
LISETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 
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Monica Lorena Sanchez Romero

Juez

Juzgado Administrativo
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

   
 

Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00409-00 

Accionante: Mónica Isabel Escobar Velásquez1 
Accionada: Nación – Ministerio de Justicia – Fiscalía General de la 

Nación 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Asunto: Auto declara impedimento colectivo 

 

 
Estando en trámite el proceso de la referencia, corresponde a los Jueces Administrativos 

del Circuito Judicial de Bogotá declararnos IMPEDIDOS para conocer de la presente 

controversia, con base en los siguientes: 

 
I. ANTECEDENTES 

 

En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

consagrado en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, Mónica Isabel Escobar Velásquez presentó demanda 

pretendiendo la declaratoria de nulidad del siguiente acto administrativo: 

 
“(…) 1. Se declare la nulidad del Acto administrativo contenido en el oficio 
20223100012411 de 25 de abril de 2022, suscrito por el Jefe de departamento de 
Administración de Personal de la Fiscalía General de la Nación, por medio del cual se 
negó la reliquidación, reajuste y pago de la totalidad de prestaciones sociales, salariales, 
y emolumentos laborales; incluyendo para dichos efectos la bonificación creada por el 
artículo1 del Decreto 382 de 2013 como factor constitutivo de salario 
. 
2. Se declare la nulidad del Acto Administrativo contenido en la Resolución 20830 del 28 
de junio de 2022, suscrito por la Subdirectora de Talento humano de la Fiscalía General 
de la Nación, por medio del cual se resolvió el Recurso de Apelación oportunamente 
presentado contra el acto mencionado en el numeral anterior. (…)” 

 

Teniendo en cuenta que se negó el reconocimiento y pago de la bonificación judicial 

concedida mediante el Decreto 0382 de 2013, como remuneración con carácter salarial 

con las consecuencias prestacionales derivadas de la relación laboral, en esta instancia 

procesal, advierte que no es posible avocar conocimiento del medio de control 

impetrado, en razón a que se evidencia que la suscrita tiene interés directo en las resultas 

del proceso en consideración al objeto determinado en la demanda, teniendo en 

cuenta las siguientes, 

 
II.CONSIDERACIONES 

 
El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en su 

artículo 130 dispone que las causales de recusación e impedimento para Magistrados y 

                                                             
1 rmasociadossas@outlook.com   
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Jueces, son además de las señaladas en los numerales 1, 2, 3 y 4 de dicha disposición, 

las consagradas en el artículo 141 del Código General de Proceso – Ley 1564 de 2012 

aplicable por derogatoria del artículo 150 del Código de Procedimiento Civil. 

 

En virtud de lo anterior, el estatuto general del proceso al hacer referencia a los 

impedimentos y recusaciones dispone en el artículo 141, que los magistrados, jueces y 

conjueces en quienes concurra alguna causal de recusación, deberán declararse 

impedidos tan pronto como adviertan la existencia de ella expresando los hechos en 

que se fundamenta. Veamos: 

 
“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes:  
1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto 
en el proceso. (…)” 

 

Es así como los impedimentos y las recusaciones cumplen un fin determinante dentro del 

proceso toda vez que tocan con uno de los principios rectores sino es el máximo de 

aquellos y que debe ser norte de la conducta del juez como conductor y director del 

proceso y no es otro que el de la imparcialidad. 

 

La imparcialidad como principio general del proceso y como complementario de otros 

principios y garantías procesales como la igualdad de las partes, encuentra sustento 

constitucional en la entraña del derecho fundamental al debido proceso. 

 

El Consejo de Estado señaló en auto de 11 de septiembre de 2013 dictado dentro del 

radicado 25000-23-26-000-2008-00445-01 (47735) C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera; a 

propósito de la finalidad que persigue la figura del impedimento, expuso el siguiente 

planteamiento: 

 

“Los impedimentos están instituidos en nuestra legislación como garantía de la 
imparcialidad que deben tener los funcionarios judiciales en el desempeño de su labor. 
Para ello, la ley procesal estableció, de manera taxativa, unas causales de impedimento y 
recusación, cuya configuración, en relación con quien deba decidir un asunto, determina 
la separación de su conocimiento. En garantía de la imparcialidad en la administración 
de justicia, es necesario analizar, en cada caso, si las circunstancias alegadas por quien 
se declara impedido son constitutivas de alguna de las causales previstas en los artículos 
150 del Código de Procedimiento Civil y 130 del Código Contencioso Administrativo. Las 
causales de impedimento son taxativas y de aplicación restrictiva, ya que comportan una 
excepción al cumplimiento de la función jurisdiccional que le corresponde al Juez; así, 
tales causales se encuentran debidamente delimitadas por el legislador y no pueden 
extenderse o ampliarse a criterio del juez o de las partes. Para que se configuren, debe 
existir “un interés particular, personal, cierto y actual, que tenga relación, al menos 
mediata, con el caso objeto de juzgamiento de manera que impida una decisión imparcial”.  
 
Se trata de situaciones que afecten el criterio del fallador, que comprometan su 
independencia, serenidad de ánimo o transparencia en el proceso. Las causales invocadas 
se encuentran contenidas en los numerales 1 y 5 del artículo 150 del Código de 
Procedimiento Civil…” (Subrayado fuera de texto).  

 

Ahora bien, en cuanto al trámite de los impedimentos el numeral 2º del artículo 131 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, dispuso la 

siguiente regla: 
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 “Artículo 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los impedimentos se 
observarán las siguientes reglas: (…). 
 
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los 
jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se 
fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el 
conocimiento del asunto.” 

 

Bajo ese entendido, es del caso señalar que si bien por regla general el impedimento 

comporta un procedimiento individual, cuando dicho asunto afecte a todos los jueces 

por igual, resulta factible formular en una sola providencia a nombre de todos los jueces 

que conforman los Juzgados Administrativos de este Circuito Judicial y ordenar su envío 

al superior. 

 

En este orden de ideas, para el caso concreto tenemos que la demandante dentro de 

las pretensiones del líbelo introductorio solicita el reconocimiento y pago de la 

Bonificación Judicial Mensual concedida mediante el Decreto 0382 de 2013 como 

remuneración mensual con carácter salarial con las consecuencias prestacionales, 

desde el 1° de enero de 2013 y en adelante.  

 

Así las cosas y verificado el objeto de la controversia planteada, es claro que se 

configura un elemento de naturaleza subjetiva que afecta a los jueces que conforman 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa del Circuito de Bogotá, toda vez que las 

pretensiones versan sobre la inclusión de la bonificación judicial y como factor salarial, 
las cuales devengamos también en virtud de lo establecido en el Decreto 0383 de 2013 

que establece tal emolumento en los mismos términos que los aquí discutidos, y en tal 

sentido, una decisión acorde a las pretensiones de la demandante constituiría un 

precedente que a futuro podría beneficiar nuestros intereses por la naturaleza de dichos 

emolumentos. 

 

En consecuencia, ante lo señalado por el numeral 2º del artículo 131 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y atendiendo los 

principios de economía, celeridad procesal y el de juez natural, este Despacho a nombre 

de la suscrita y de los demás Jueces Administrativos del Circuito de Bogotá,  

 

RESUELVE 
 

Primero. - Declarar el impedimento colectivo de los Jueces Administrativos del 

Circuito Judicial de Bogotá para conocer de la presente demanda por 

asistir interés directo en las resultas del proceso (causal 1ª – art. 141 Código 

General del Proceso). 

 

Segundo. - Remitir el expediente al Juzgado Segundo (2º) Administrativo Transitorio de 

Bogotá de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 131 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, el Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 (por el 

cual se crean unos cargos de carácter transitorio en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo) y el artículo 3° del Acuerdo CSBTA21-44 del 9 

de junio de 2021 (que establece la reglas de distribución de los procesos 
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asignados a cada Juzgado Administrativo Transitorio)2, para adelantar el 

trámite pertinente.  
 
Tercero. -  Déjense las anotaciones respectivas y remítase el expediente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 
Juez 

 

    
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

  
 
 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIO 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy  18 DE NOVIEMBRE DE 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.   

 
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIO  

 

                                                             
2 Atendiendo a que, de conformidad con lo informado por la Juez Coordinadora de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, en el Oficio 88 del 8 de septiembre de 2021, a partir de dicha fecha, se aplicarían las reglas de distribución de los 

procesos establecidos en el artículo 3° del Acuerdo CSBTA21-44 del 9 de junio de 2021, dado que el Juzgado Tercero 

Administrativo Transitorio del Circuito de Bogotá tenía para dicho momento una carga de 956 procesos activos.  
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Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

Expediente No. 11001-33-35-028-2022-00420-00 
Accionante: Nubia Martínez Duquino1 
Accionada: Nación – Rama Judicial – Consejo Superior de la 

Judicatura - Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Asunto: Auto declara impedimento colectivo 

 

Estando en trámite el proceso de la referencia, corresponde a la suscrita Juez 

Administrativa del Circuito Judicial de Bogotá declararse IMPEDIDA para conocer de la 

presente controversia, con base en los siguientes:  

 

ANTECEDENTES 
 

En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

consagrado en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, Nubia Martínez Duquino presentó demanda pretendiendo 

la declaratoria de nulidad del siguiente acto administrativo: 

 

Se  declare  la  nulidad  del  acto  administrativo  contenido en  la Resolución No. 
DESAJBOR22-3731del  16de junio  de  2022, emanada por el  Dr. Pedro  Alfonso  
Mestre Carreño, Director Ejecutivo Seccional  de  Administración Judicial de  Bogotá, 
mediante la cual  se  le  negó  a la actora la  petición  relacionada  con i)el  pago  de  
la  porción  de  salario históricamente menguada (equivalente a la prima especial 
del30%)y, ii)la reliquidación y pago  de  sus  todas sus  prestaciones sociales  teniendo  
en  cuenta  la porción  de  salario mermada. 
2ª-Se declare la  existencia  del acto  administrativo ficto o presunto negativo que  se 
configuró ante la falta de una respuesta coherente que se ofreciera para resolver el 
recurso de apelación tempestivamente formulado en sede administrativa,  y 
consecuencialmente se declare su nulidad.  
3ª-Subsidiariamente,  se  declare la nulidad  del acto  administrativo contenido  en  la 
Resolución No. RH-5179 del 30 de agosto de 2022, proferida por Nelson Orlando 
Jiménez Peña, mediante  la  cual  se  confirmó la  decisión  confutada  en  sede  
administrativa,  y se declare su nulidad.. 
 

Teniendo en cuenta que se negó el reconocimiento y pago de la prima especial 

mensual del 30%, prev ista en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, como remuneración 

mensual con carácter salarial con las consecuencias prestacionales derivadas de la 

relación laboral, en esta instancia procesal, se advierte que no es posible avocar el 

conocimiento del medio de control impetrado, en razón a que se ev idencia que la 

                                                                 

1 miguelopez07@gmail.com  

 

mailto:miguelopez07@gmail.com
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suscrita tiene interés directo en las resultas del proceso, en consideración al objeto 

determinado en la demanda, en v irtud de ello se procede a realizar las siguientes, 

 
CONSIDERACIONES 

 
El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en su 

artículo 130 dispone que las causales de recusación e impedimento para Magistrados y 

Jueces, son además de las señaladas en los numerales 1, 2, 3 y 4 de dicha disposición, 

las consagradas en el artículo 141 del Código General de Proceso – Ley 1564 de 2012 

aplicable por derogatoria del artículo 150 del Código de Procedimiento Civ il. 

 

En v irtud de lo anterior, el estatuto general del proceso al hacer referencia a los 

impedimentos y recusaciones, dispone en el artículo 141, que los magistrados, jueces y 

conjueces en quienes concurra alguna causal de recusación, deberán declararse 

impedidos tan pronto como adviertan la existencia de ella expresando los hechos en 

que se fundamenta. Veamos: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las siguientes:  

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en 
el proceso. (…)” 

Es así como los impedimentos y las recusaciones cumplen un fin determinante dentro del 

proceso, toda vez que tocan con uno de los principios rectores, sino es el máximo de 

aquellos y que debe ser norte de la conducta del juez como conductor y director del 

proceso, y no es otro que el de la imparcialidad. 

La imparcialidad como principio general del proceso y como complementario de otros 

principios y garantías procesales como la igualdad de las partes, encuentra sustento 

constitucional en la entraña del derecho fundamental al debido proceso. 

El Consejo de Estado señaló en auto de 11 de septiembre de 2013 dictado dentro del 

radicado 25000-23-26-000-2008-00445-01 (47735) C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera; a 

propósito de la finalidad que persigue la figura del impedimento, expuso el siguiente 

planteamiento: 

“Los impedimentos están instituidos en nuestra legislación como garantía de la imparcialidad 
que deben tener los funcionarios judiciales en el desempeño de su labor. Para ello, la ley 
procesal estableció, de manera taxativa, unas causales de impedimento y recusación, cuya 
configuración, en relación con quien deba decidir un asunto, determina la separación de su 
conocimiento. En garantía de la imparcialidad en la administración de justicia, es necesario 
analizar, en cada caso, si las circunstancias alegadas por quien se declara impedido son 
constitutivas de alguna de las causales previstas en los artículos 150 del Código de 
Procedimiento Civil y 130 del Código Contencioso Administrativo. Las causales de 
impedimento son taxativas y de aplicación restrictiva, ya que comportan una excepción al 
cumplimiento de la función jurisdiccional que le corresponde al Juez; así, tales causales se 
encuentran debidamente delimitadas por el legislador y no pueden extenderse o ampliarse a 
criterio del juez o de las partes. Para que se configuren, debe existir “un interés particular, 
personal, cierto y actual, que tenga relación, al menos mediata, con el caso objeto de 
juzgamiento de manera que impida una decisión imparcial”. Se trata de situaciones que 
afecten el criterio del fallador, que comprometan su independencia, serenidad de ánimo o 
transparencia en el proceso. Las causales invocadas se encuentran contenidas en los 
numerales 1 y 5 del artículo 150 del Código de Procedimiento Civil…” (Subrayado fuera 
de texto).  
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Ahora bien, en cuanto al trámite de los impedimentos el numeral 2º del artículo 131 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, dispuso la 

siguiente regla: 

 
 “Artículo 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los impedimentos se 
observarán las siguientes reglas: (…). 
 
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los 
jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se 
fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento 
del asunto.” 
 

Bajo ese entendido, es del caso señalar que si bien por regla general el impedimento 

comporta un procedimiento indiv idual, cuando dicho asunto afecte a todos los Jueces 

Administrativos de un Circuito Judicial por igual, resulta factible formularlo en una sola 

prov idencia a nombre de todos y ordenar su envío al superior. 

 
En este orden de ideas, para el caso concreto tenemos que la demandante dentro de 

las pretensiones del líbelo introductorio, solicita el reconocimiento y pago de la prima 

especial mensual del 30%, prev ista en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, como 

remuneración mensual con carácter salarial con las respectivas consecuencias 

prestacionales. 

 
Así las cosas y verificado el objeto de la controversia planteada, es claro que se 

configura un elemento de naturaleza subjetiva que afecta a los jueces que 

conformamos la Jurisdicción Contencioso Administrativa del Circuito de Bogotá, toda 

vez que también devengamos los referidos emolumentos, y en tal sentido, una decisión 

a favor de las pretensiones de la demandante constituiría un precedente que a futuro 

podría beneficiar nuestros intereses, lo cual se enmarca dentro de la causal de 

impedimento indicada en este proveído (causal 1ª - art. 141 Código General del 

Proceso). 

 
En consecuencia, ante lo señalado por el numeral 2º del artículo 131 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y atendiendo los 

principios de economía, celeridad procesal y juez natural, se ordenará enviar el 

expediente al Juzgado Segundo (2º) Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de 

Bogotá D.C., para que decida lo pertinente al impedimento manifestado y para lo de 

su competencia, de conformidad con el Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 

20222, proferido por el Consejo Superior de la Judicatura y con el Oficio No. CSJBTO22-

817 del 24 de febrero de 2022, expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de 

Bogotá. 

 

RESUELVE 
 

Primero.- Declararme impedida para conocer de la presente demanda por asistir 

interés directo en las resultas del proceso (causal 1ª – art. 141 Código 

General del Proceso). 

 

                                                                 

2 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados a nivel nacional” 
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Segundo.- Remitir el expediente al Juzgado Segundo (2º) Administrativo Transitorio de 

Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 131 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, el Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022 y el 

Oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero de 2022, para adelantar el 

trámite pertinente. 

 

Tercero.-  Déjense las anotaciones respectivas y remítase el expediente al superior. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

 Juez 
 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes 
la providencia anterior hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2022, a las 

ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 
 

  
LIZETTE CAÑON CARDOZO 

SECRETARIA 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, hoy 18 DE NOVIEMBRE DE 2022, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 
electrónica.  

  
  

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 
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Bogotá D.C., diecisiete (17) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 
Proceso No:  11001-33-35-028-2022-00167-00  
Demandante: María Amparo Garzón de Rojas1 
Demandado: Unidad Administrativa Especial De Gestión Pensional Y 

Contribuciones Parafiscales De La Protección Social-UGPP2 
Litisconsorte: Gloria del Carmen Cuevas de Ballesteros3 
Medio de Control: Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho 

 

Atendiendo la petición de corrección del auto del 20 de octubre de 2022, elevada 

por la parte demandante, se tiene que verificada la mencionada providencia, se 

encontró que por un error involuntario se indicó que la demanda había sido 

presentada por la señora Martha Lucia Carranza Vanegas, y el nombre correcto 

de la demandante es María Amparo Garzón de Rojas.  

 

Así las cosas, en aplicación del artículo 286 del Código General del Proceso, el 

Despacho, 

 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CORREGIR el auto de 20 de octubre de 2022, en el sentido de señalar que 

el nombre de la demandante es María Amparo Garzón de Rojas, y, en 

consecuencia, el medio de control admitido en dicha providencia es el propuesto 

por esta en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social teniendo como vinculada a la 

litisconsorte Gloria del Carmen Cuevas de Ballesteros. 

 
SEGUNDO: Por secretaría dese cumplimiento al auto admisorio de la demanda 

notificando personalmente de la admisión de la demanda a la demandada, la 

litisconsorte, el Procurador Judicial delegado ante el Despacho y al Director de la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, teniendo especial cuidado de 

aportar copia de la presente decisión, el auto admisorio de la demanda, el escrito 

de la demanda, su subsanación y sus anexos 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
MÓNICA LORENA SÁNCHEZ ROMERO 

JUEZ 

                                            
1 asesorialegalbecerra@gmail.com  
2 notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  
3 jaimesyrubianoabogados@gmail.com  

mailto:asesorialegalbecerra@gmail.com
mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:jaimesyrubianoabogados@gmail.com
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Demandante: María Amparo Garzón de Rojas 

Demandado: UGPP 

  

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 18 de noviembre   de 
2022, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 18 de noviembre de 
2022, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

LIZETTE CAÑON CARDOZO 
SECRETARIA 
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